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EDITORIAL
Abril es un mes especial para nuestra comisión en la que se suceden 
fechas tan significativas como la conmemoración de la II República Espa-
ñola, el aniversario de la Revolución de los Claveles, que hizo caer a la 
dictadura de Caetano en Portugal, o la fiesta nacional de Italia por la Libe-
ración, tras la caída del régimen nazi fascista. Mes que da paso al 1º de 
mayo, el día del Trabajo y de la clase trabajadora, que celebramos desde 
nuestra condición de juezas y jueces laboralistas comprometidos en serio 
con los derechos sociales. 

Una de las noticias que queremos destacar es la relativa a la denuncia 
registrada por UGT respecto de la contravención del art. 24 de la Carta 
Social Europea por parte de la legislación española sobre despidos indi-
viduales sin causa, en la medida en que ésta prevé un sistema de cálculo 
predeterminado legalmente que no permite modular la indemnización en 
atención al daño efectivamente sufrido por la persona trabajadora, ni ga-
rantizar el efecto disuasorio que aquélla debe perseguir.

        Conmemoración 
de la II República 

Española, el aniversario 
de la Revolución de los 

Claveles, que hizo caer a 
la dictadura de Caetano 

en Portugal 
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FOTO: Henrique José Teixeira Matos / Wikipedia Commons
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STS 1354/2022 de la Sala IV del Tribunal Supremo, relativa al periodo de 
prueba anual del contrato de apoyo a emprendedores y al desistimiento 
empresarial, en el que debe observarse el plazo de preaviso contemplado 
en el artículo 53.1.c) ET, entre otros motivos por ser concordante con el 
plazo de preaviso “razonable” contemplado en la Carta Social Europea.

Desde ese compromiso con los derechos sociales nuestro compañero 
Florentino Eguarás nos propone, en un sugestivo y original artículo, nue-
vas fórmulas e instrumentos para dar respuesta a los requerimientos que 
exige la vida social, desde un prisma original que permita implantar dentro 
del mundo jurídico la realidad social. A lo largo del artículo nos descubre el 
Derecho Transversal, que bien pudiera constituir un innovador mecanismo 
de interpretación.

Como complemento del artículo sobre los riesgos del teletrabajo, que pu-
blicamos en la revista del pasado mes de noviembre, nuestro compañero 
Oscar Ferrer aborda en esta ocasión el trabajo a distancia como medida 
de conciliación de la vida laboral, personal y familiar. Tras advertir que 
aquel es un método de trabajo de profunda raigambre histórica que tras-
ciende de la vertiente conciliatoria, centra su estudio en analizar los princi-
pales riesgos psicosociales y de perpetuación de los roles de género, que 
comporta, y examina de forma muy solvente las posibles soluciones para 
abordarlos eficazmente.

Y sobre conciliación versa también la sentencia del Juzgado de lo Social 
nº 42 de Madrid que incluimos en este número, en la que se integra el 
cambio de centro de trabajo como una de las medidas de conciliación del 
art. 34.8 ET.

Finalizamos, como cada mes, con el Rincón de la contracultura, desta-
cando especialmente como recomendación cinematográfica la tan actual 
como dura Quo vadis Aida. 
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EL DERECHO 
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Florentino EGUARÁS MENDIRI 
Magistrado del Tribunal Superior  
de Justicia del País Vasco, Sala Social

0 Aproximación
El jurista alemán Savigny vivió hasta 1861 y es el representante de la Escuela His-
tórica del Derecho, la que se opuso a los movimientos codificadores de su época 
reclamando que el Derecho nacía de las tradiciones y costumbres de los pueblos, 
desde aquí argumentaba que los Códigos eran un instrumento que ahogaba la 
fuente creadora del derecho que era el Wolk.

Entre sus aportaciones más significativas se encuentra la de los principios funda-
mentales de la interpretación, donde fijó las pautas de la misma y al efecto respec-
to a esta tarea jurídica indicaba que los elementos de la interpretación de las leyes 
son cuatro: “un elemento gramatical, lógico, histórico y sistemático”1. 

Antonio Hernández Gil, en su obra Conceptos Jurídicos Fundamentales, aludiendo 
al art. 3 del Código Civil2, que recoge la regulación en nuestro derecho de la inter-

1	   �Savigny; Los fundamentos de la ciencia jurídica; Biblioteca de Filosofía del Derecho, página 38, 
Ediciones Olejnik. 

2	  �Recordamos que este art. señala que: “Las normas se interpretarán según el sentido propio de sus 
palabras, en relación con el contexto, los antecedentes históricos y legislativos, y la realidad social 
del tiempo en que han de ser aplicadas, atendiendo fundamentalmente al espíritu y finalidad de 
aquellas”.
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pretación, precisa sobre él que la doctrina y la jurisprudencia han solido inclinarse 
por la generalizada fórmula de Savigny constituida “por la utilización de criterios o 
elementos gramaticales, lógicos, sistemáticos e históricos, completada con consi-
deraciones teleológicas”3.

Veamos ahora lo que dice la jurisprudencia de la Sala Cuarta del Tribunal Supre-
mo de manera reiterada sobre la interpretación de los Convenios Colectivos. La 
sentencia de 8 de octubre de 2009 del Recurso 13/2009, elegida entre las muchas 
existentes, señala que: “la interpretación de las normas contenidas en los conve-
nios colectivos ha de combinar los criterios de orden lógico, finalístico, gramatical 
e histórico”.

Hemos recogido tres fuentes interpretativas que se corresponden con los siglos 
XIX, XX y XXI y todas parecen remitirnos a muy similares vías de interpretación 
de las normas. De manera diacrónica se aprecia durante el tiempo la identidad del 
método interpretativo utilizado por los juristas, el que apreciamos que ha llegado 
hasta nuestro tiempo actual con escasas variaciones.

A través de las siguientes líneas procuraremos ofertar nuevas líneas de integra-
ción del derecho. Partiremos siempre de que nuestra referencia es el derecho del 
Trabajo, el que no queremos olvidar, y por el contrario pretendemos reivindicar 
dotándole de unas peculiaridades propias que sirvan para innovar el resto de las 
ramas del derecho. Aprovecharemos la versatilidad y riqueza del derecho Laboral 
para adentrarnos en los nuevos contenidos del derecho, pero no renunciamos a 
contemplar un alcance superior a nuestra iniciativa. Para todo ello vamos a traer 
a colación un nuevo término, que en realidad es un concepto nuevo, y del mismo 
nos serviremos yendo de su mano en nuestro comentario. El mismo es: TRANS-
VERSALIDAD.

La transversalidad
Despegamos: Esta palabra se relaciona con el movimiento y el dinamismo, con el 
paso de un sitio a otro. Es transversal aquello que va de un lado al otro, y mencio-
na, también, lo que se desvía de la recta principal. 

En otro campo transversal es la línea que cruza otras dos líneas, es la intersec-
ción de ellas. 

Se alude con el transversalismo político a aquello que busca superar los clichés pre-
concebidos, procurando la totalidad del bien social frente a partidismos ideológicos.

3	  Antonio Hernández Gil, Conceptos Jurídicos Fundamentales, Espasa Calpe, Tomo 1, pag.383.

1
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Aunque vayamos a tener presente lo anterior, y la importancia del grafismo que 
refleja que transversal es la intersección entre dos líneas, para nuestro estudio 
nos va a ser más útil el concepto de transversalidad que se refiere a la considera-
ción de las necesidades sociales que se manifiestan y trascienden de tal manera 
que pasan a constituir valores que impregnan a todos los integrantes del colectivo 
social, alcanzando tanto a los sujetos individuales como a los institucionalizados. 
Sobrevolando: Partimos de la propia Sociedad en su situación concreta, con sus 
relaciones y motivaciones. El conjunto simbólico que representa el colectivo social 
se manifiesta en comportamientos presididos por criterios y paradigmas de los 
que nacen inquietudes y programaciones que atraviesan a los sujetos particulares 
y a los elementos corporativos societarios. Presenta la sociedad un complejo de 
elementos que se introducen en las relaciones entre los sujetos sociales y que se 
objetivan marcando líneas y directrices que se expanden con una fuerza propia 
y autónoma en ellos. Esta fuerza se canaliza instrumentalmente desde abajo o 
desde arriba, según corresponda a la posición de los agentes que promueven su 
implantación.

Si imaginamos la transversalidad como una línea, la misma nace del entramado 
social y discurre por él, no se trata de un arquetipo conceptual, sino de un hecho 
social, procedente de los integrantes sociales, y cuya evidencia es una materia 
que se descubre implícita en los varios sistemas sociales.

De una manera práctica nos instalamos y encaminamos con esta concepción ha-
cia aquel concepto que se inició en la IV Conferencia Mundial sobre las Mujeres, 
Declaración de Beijing, que se adoptó posteriormente por la Unión Europea, y que 
dentro de nuestra normativa se plasma en la Ley Orgánica 3/2007. En esta norma 
se recoge expresamente el término de la transversalidad cuando expresa en su 
Artículo 15, referido a la transversalidad del principio de igualdad de trato entre 
mujeres y hombres, que el principio de igualdad de trato y oportunidades entre 
mujeres y hombres informará, con “carácter transversal”, la actuación de todos 
los “Poderes Públicos”, y  por ello “…Las Administraciones públicas lo integrarán, 
de forma activa, en la adopción y ejecución de sus disposiciones normativas, en 
la definición y presupuestación de políticas públicas en todos los ámbitos y en el 
desarrollo del conjunto de todas sus actividades”.

Se muestra en esta plasmación normativa que se refiere a la transversalidad, algo 
más que una simple terminología. Por de pronto nos encontramos ante la esfera 
del ser, no ante la enunciación o programación; tampoco es una referencia a un de-
ber ser el art. que hemos recogido, en cuanto que hay en él un mandato legislativo 
que obliga a su cumplimiento. El legislador ha dado practicidad, ha impuesto una 
línea de actuación concreta con un ánimo de globalidad, que envuelve la acción.

También la transversalidad es recogida en el Real Decreto Legislativo 1/2013, de 
29 de noviembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley General de 
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derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social4. En esta nor-
ma entre las definiciones, art. dos, se alude a la transversalidad de las políticas en 
materia de discapacidad y se define la transversalidad como el principio por el que 
las actuaciones que desarrollan las Administraciones Públicas no se limitan única-
mente a planes, programas y acciones específicos, sino que comprenden líneas 
de acción de carácter general en cualquiera de los ámbitos de actuación pública, 
“en donde se tendrán en cuenta las necesidades y demandas de las personas con 
discapacidad”. De igual manera, el art. tres de este RDLeg enumera entre los prin-
cipios la transversalidad de las políticas en materia de discapacidad.

Podemos apreciar que con la transversalidad se ha introducido un nuevo concep-
to dentro del derecho que exige su determinación y configuración. Cuando nos 
empezamos a acercar a este término ya desde ahora observamos su marcado 
carácter de panaché, que mezcla el derecho con un claro preludio social y con la 
misma realidad social y sus mecanismos de funcionamiento, que incorpora distin-
tos estamentos, sujetos e instituciones. Observamos un instrumento conector de 
la realidad y el derecho, del ser y el mundo de las ideas.

Resumidamente, en nuestro enfoque jurídico, la transversalidad se manifiesta por 
una inquietud social que ha pasado a ser una norma, pero norma con un espíritu y 
ánimo de invasión, expansión y vinculación en todas las ramas del derecho, por me-
dio de la implicación de todos los agentes y operadores del derecho a su contenido.

La racionalidad que integra todos los mecanismos funcionales obliga a la com-
prensión de todos aquellos conceptos que se enuncian en los contenidos y des-
criptores jurídicos. Es conveniente el conocer el significado de la transversalidad, 
y apreciar la introducción novatoria que se produce a través de la misma despla-
zando a clásicos criterios del derecho, que por ella van a ser modificados o exclui-
dos de él. Al derecho se le ha dotado generalmente de una complexión orgánica, 
aunque sea estructurada o sistemática, con resortes propios que le separan de los 
funcionamientos sociales. La permanente insistencia de los científicos jurídicos 
por separar el derecho de la sociedad se quiebra y supera con este nuevo concep-
to al que nos referimos, la transversalidad, y que se manifiesta como un puente 
entre la ideación social y la construcción del derecho, vinculando a este de forma 
directa y obligada con aquella.

Sociedad y derecho constituyen en el marco tradicional del estudio realidades aje-
nas, con reglas propias, que sin olvidar el subyacente elemento creador tanto de 
aquella como de este, el hombre, se desenvuelven con resortes particulares, que 
nacen de sus concretos objetos. Ubi societas ibi ius, pero cada uno en su dimen-
sión con sus instrumentos propios.

4	  �En este tema me declaro iturrista. Ha sido el persistente y minucioso estudio del magistrado Juan 
Carlos Iturri sobre la discapacidad el que me ha puesto sobre la pista de la transversalidad y me hace 
deudor suyo.
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Ahora, sin embargo, nos encontramos con un concepto que por su propia ex-
presión terminológica hacer referencia a aquello que atraviesa, que cruza, que 
traspasa. La transversalidad es una línea que surca la sociedad y el derecho. Es 
el elemento que agrupa a estas dos realidades. El derecho ya no es ajeno en sus 
contenidos y manifestaciones a lo social, a los actos sociales, y se mezcla con lo 
transversal lo que tradicionalmente ha estado separado.

La transversalidad en su contenido ha surgido en la sociedad, en la misma ha 
absorbido su objeto propio y después de diseñarlo lo ha lanzado al campo del de-
recho, el que atraviesa en todas sus ramas imponiendo su contenido específico en 
la totalidad del mismo.

Aterrizamos: Plásticamente la transversalidad la definimos como el conjunto de 
contenidos que presentes en la vida social se proyectan a la totalidad del derecho 
impregnándolo, sin encuadrarse específicamente en ninguna rama concreta del 
saber jurídico. 

Hacemos referencia con esta definición a materias/idearios propios de la sociedad 
que se introducen en el derecho de manera global sin una delimitación particula-
rizada en alguna de sus partes, tiñendo con su color la operatividad de todos los 
agentes que participan en la producción y eficacia del derecho. 

Materias como la igualdad de género, la protección de la infancia, la discapacidad, 
los Objetivos de Desarrollo Sostenible o la responsabilidad corporativa, son ejem-
plos de transversalidad. Se trata de temas que surgen y se revitalizan en la socie-
dad, y aunque pueden coincidir en su enunciación con creaciones normativas o 
previsiones legislativas, su operatividad como entidades únicas y autónomas, con-
sideradas en sí mismas, se muestra al margen de la posible configuración norma-
tiva que de ellas se haya podido realizar. Su fuerza impulsiva trasciende el marco 
creativo de las mismas normas y de las estructuras jurídicas comunes del derecho, 
por lo que el que concurra un diseño normativo no es un requisito de presencia de 
la transversalidad. Esta existe, aunque no haya una plasmación normativa, y se 
introduce en el mundo del derecho pese a la inexistencia de un precepto concreto.
No supone la transversalidad la agrupación de contenidos de distintas ramas jurí-
dicas para obtener determinadas políticas de desarrollo. Si ello fuese así la esta-
ríamos concibiendo como un instrumento de atención puntual para ciertas inquie-
tudes o demandas de ajuste o coordinación entre diferentes ámbitos jurídicos. Así, 
por ejemplo, atender a las diversas situaciones de las empresas integrando espe-
cialistas mercantiles, laborales y civiles es un proyecto multidisciplinar, que analiza 
un objeto concreto ofertando soluciones y respuestas en una esfera particular. 
Distinto de este instrumento de estudio, descripción y resolución es el abordaje 
de aquellas materias que no son exclusivamente ceñibles a uno o varios campos 
jurídicos, y que superan la atomización del derecho en sus diferentes ramas mani-
festándose con una presencia irruptiva en todo él. La transversalidad frente a todo 
el derecho se muestra y objetiva incorporándose en él como un instrumento de 
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conocimiento integrado en todas las ciencias particulares del derecho, en las que 
repercute con unos contenidos materiales que deben ser considerados por todas 
ellas. En unos casos esta consideración perfilará contornos y en otros definirá la 
propia institución; podrá ser el mismo legislador el que específicamente haya in-
troducido en la rama concreta del derecho el material objeto de transversalidad, o 
bien habrá sido la previsión genérica de la transversalidad la que habrá motivado 
la implantación del contenido nuevo a presencializar en el sector jurídico.

Tampoco es la transversalidad la adopción de medidas concretas ante distintos 
problemas. Las normas tendentes a la equiparación e igualdad de los derechos 
de los trabajadores son una manifestación de una problemática, pero no son sino 
el resultado de un prius previo que es la demanda de los derechos que constante-
mente ejercitan los trabajadores, que se han plasmado ya en las fuentes del dere-
cho laboral; y que se encuadran y radican en el desenvolvimiento de las relaciones 
y negocios laborales, los que se rigen por sus propios mecanismos e instituciones 
elaborados por el derecho del trabajo. 

Sin embargo, cuando se insta la equiparación entre el hombre y la mujer en to-
dos los campos, no solo en el laboral; entonces sí que nos encontramos ante el 
contenido propio de la transversalidad. Y ésta se engloba empíricamente desde 
su inicio, que es la reclamación social, constituyéndose este primer impacto en el 
detonante de un instrumento que paulatinamente se introduce en la vida social 
generalizándose para desarrollarse posteriormente e introducirse finalmente en 
el derecho, con tal consistencia que termina obligando a los agentes jurídicos a 
considerar todas sus actuaciones con el objeto ideado socialmente. Los operado-
res del derecho deberán funcionar considerando de forma subyacente y latente en 
su proceder el contenido de esa inquietud, finalidad y configuración social que ha 
motivado el contenido específico que se ha transformado en transversal.

Abogamos por un concepto de transversalidad que no se limite a enunciados aje-
nos a la materialidad del derecho. La importancia de la transversalidad como con-
cepto funcional nuevo no la radicamos solo en la sociedad, sino en su capacidad 
de incorporarse al derecho y en su efectiva realidad en el mismo. El derecho, 
aunque en su denominación incluye una pluralidad de sentidos como la interpreta-
ción o criterios de justicia, peculiarmente se caracteriza por su normatividad, que 
alcanza hasta la posible compulsa de la conducta humana.

No consideramos la transversalidad como un concepto abstracto que se desen-
vuelve en el mundo de lo teorético. Se plasma en una realidad del ser, rebasando 
el deber ser, el mundo de los programas o simbolismos, para engarzarse en los 
hechos y obtener una consistencia fáctica identificable. 

No es la transversalidad un elemento derivado de la academia o del derecho de 
los juristas. Es todo lo contrario. Participa del estudio, análisis y descripción de los 
temas que demanda con carácter esencial la sociedad, y que coyunturalmente 
constituyen las consecuencias de su baluarte programático y axiológico. Son sus 
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contenidos los que se acompasan con el desarrollo y devenir social, y por ello 
se manifiestan en determinado y exclusivo tiempo potenciando la totalidad de los 
fenómenos institucionalizados de la sociedad, entre los que se encuentra significa-
damente el derecho. No definimos la transversalidad como los núcleos esenciales 
de la sociedad, sino que los valoramos como emanaciones de los mismos, suscep-
tibles de cambio y volatilidad. Es esta fluidez emanativa la que configura las pe-
culiaridades de la transversalidad frente a la consistencia de conceptos nucleares 
tanto del derecho como de la sociedad.

El derecho es una ordenación racional de la sociedad aceptada por la generalidad 
de sus integrantes. Su origen social determina un vínculo relacional entre la so-
ciedad y el derecho que excluye cualquier construcción ideal ajena a la conexión 
entre estos dos componentes. De aquí, el que defendamos el elemento inductivo 
del derecho, o cuando menos la simetría relacional del derecho y la sociedad; con 
ello queremos evitar el dogmatismo que caracteriza en muchas ocasiones a la 
ciencia del derecho y que lo separa de la influencia social y de los mismos cauces 
funcionales de esta.

La transversalidad se conecta directamente con el derecho porque es un compo-
nente en su contenido y materia propios de la sociedad y del desarrollo de esta, 
al igual que lo es el derecho. Pero la transversalidad, por ella misma, también es 
una herramienta con la que concretos contenidos sociales se introducen tanto en 
la organización –institucionalización- social como en una manifestación de la so-
ciedad como es la del derecho. La transversalidad propiamente no es sino un me-
dio, un instrumento, que manifiesta, publicita e implanta objetivamente conceptos, 
programas y consideraciones societarias. Por ello, no debe confundirse el cuerpo 
y materia de la transversalidad, su específico contenido en un concreto tiempo y 
lugar, con su propia dinámica y expresividad, pues el medio nunca es un fin en sí 
mismo, sino un cauce instrumental.

El término que venimos aludiendo es susceptible de englobar distintas significacio-
nes. Sin embargo, hay que diferenciar la transversalidad como medio o instrumen-
to de actuación del bagaje que contiene y pretende implantar. Se invaden ramas 
del derecho con contenidos específicos y se hace por medio de la direccionalidad 
que supone la transversalidad. Pero una cosa son los contenidos y otra los medios 
para su consideración y eficacia dentro del derecho.

No nacen las materias propias de la transversalidad de arriba sino que desde 
abajo, desde lo social, desde la absorción que se ha realizado del contenido so-
cial, esas materias tejen una tela de araña que recoge a todo el derecho en una 
funcionalidad intrínseca, la que se muestra subyacente y proyectiva operando di-
rectamente en él. Se permeabiliza el derecho adaptándose al medio y propiciando 
el cambio social que se ha reclamado con la transversalidad; este cambio es es-
cuchado por el derecho, pero no se lleva a cabo la expansión en él de la materia 
de la transversalidad en una dirección única, sino que se efectúa en una apertura 
de frentes que son capaces de remover los obstáculos que impiden la implanta-
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ción del contenido transversal en los distintos campos jurídicos, obteniéndose a la 
postre que los objetivos predispuestos por la transversalidad se hagan posibles.
Se logra con la transversalidad la materialización de sus contenidos concretos, y 
se alcanza el fin diseñado previamente, el que ha tenido capacidad de atraer hacia 
el mismo a una pluralidad de ramas jurídicas que han debido impregnarse de los 
materiales transversales.

Clases de transversalidad 
La transversalidad reviste un carácter primordial y sustantivo. Nace en la sociedad 
y se proyecta desde su conjunto, variando según las circunstancias y tiempos, 
pero con una capacidad imparable de abordar toda la estructura social, y más par-
ticularmente al sistema que constituye el derecho.

A la transversalidad a la que nos estamos refiriendo podemos dotarle de distintas 
expresiones o manifestaciones. 

Hay una transversalidad que se introduce en todas las ramas del derecho aportan-
do en ellas la dinámica específica del contenido que ha nacido en la sociedad, a 
esta la denominamos transversalidad derivada o direccional. 

La transversalidad derivada se crea en la sociedad e introduciéndose en el dere-
cho es adoptada por diversas ramas de este como un paradigma y medio subya-
cente que aflora particularmente en cada una de ellas y que, simplificadamente, 
podemos encontrarla como una manifestación de su implantación en la motivación 
y finalidad de la interpretación que de las normas e instituciones jurídicas se realiza 
por los agentes del derecho. 

El derecho, en sí, ya está, es un ser que se engrandece con los contenidos trans-
versales. La transversalidad direccional es una aportación a los contextos y ramas 
del derecho. La interpretación que se realiza de los negocios jurídicos o de las 
instituciones desde la perspectiva de las proyecciones de amparo de la igualdad 
entre hombres y mujeres, por ejemplo, enriquece la materialidad de las normas, 
pero la transversalidad es algo más, se trata de verdaderas asunciones y añadidos 
a las distintas ramas del saber jurídico. El contenido transversal se ha expandido 
en las distintas manifestaciones del derecho, tanto en la capacidad de creación de 
normas como en su aplicación. De la transversalidad ha derivado un cambio trans-
figurador que se ha dirigido por las distintas materias del derecho.

El origen social de los contenidos transversales no es suficiente para su implan-
tación en el derecho, se requiere un catalizador específico que materialice y haga 
realidad el objeto de expansión, y este es la transversalidad, y por ello el que esta 
sea realmente un instrumento que se asume por el conjunto de los derechos posi-
tivos invadiéndolos. El derecho de forma directa o indirecta recoge los postulados 
y enunciados transversales, los que han podido presentarse mediante una norma 
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concreta o genérica, que entonces programa la materialización de los objetos de 
la transversalidad en el derecho.

La hemos denominado derivada o direccional porque si la transversalidad es más 
que una herramienta, o, aunque solo fuera esto, su plasticidad en el derecho se 
concreta en atravesar las distintas ramas jurídicas, haciéndolo como un fluido que 
tiñe las mismas con un origen claro, que es el social del que deriva siendo el mis-
mo su fuente concreta. No ha nacido en el derecho la materia transversal, sino 
que este la asume en sus contenidos; se irradia por el derecho implantándose en 
cada rama jurídica el contenido transversal. Este es direccional porque es capaz 
de sesgar distintas partes y sistemas. Deriva desde la sociedad hasta el derecho 
el contenido transversal y el derecho en su expresión concreta de la transversali-
dad ha derivado de la misma sociedad. Hay un mecanismo de consecuencia, una 
causa y un efecto.

Junto a esta transversalidad derivada podemos diferenciar otra transversalidad, 
la que llamaremos genética. A la misma nos vamos a referir solapadamente, y lo 
hacemos para reclamar la peculiaridad del derecho social.

La transversalidad genética la apreciamos en el derecho Laboral. Este derecho 
se caracteriza porque es sinérgico. En él actúan distintos elementos que conjun-
tamente lo producen teniendo como resultado un sistema el que se ha integrado 
por varias causas o fuentes en su materialidad o contenido, las que de manera 
independiente o autónoma son incapaces de generarlo. Es la totalidad de esferas 
las que se han agrupado para producir el derecho social.

El Derecho Laboral ha ido sustrayendo de la realidad social diversos elementos, y 
transversalmente se ha introducido en ella aprovechándose del medio social para 
articularlo unitariamente, dando respuesta a las problemáticas que a la persona se 
le irrogan en su vida, adecuando el medio de producción con el de la reproducción. 
Y ambos participan de la dinámica social. El saber disperso de la Economía, el 
derecho, la antropología se ha agrupado para enriquecer y configurar el derecho 
laboral.

Es por ello que la fuente propia del derecho del trabajo es el Convenio Colectivo 
cuyo contenido es elaborado, incluso en su eficacia, por los negociadores sociales. 
El derecho laboral se nutre de la realidad y se impregna de la transversalidad de 
las materias sociales. El mismo es transversal per se, atravesando las relaciones 
societarias y proyectando sobre ellas mismas, una vez que estas lo han interesa-
do, la normativa reguladora de esos campos específicos, expresamente concre-
tados en la relación laboral de la empresa. No es solo el hábitat de la empresa el 
que aborda el derecho laboral, lo supera para introducirse en la culturización de la 
persona.

Nos encontramos con una riqueza única e incomparable. El gen de la transver-
salidad está inmerso y es consustancial al derecho del trabajo. No le hace falta a 
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este que se le impongan materias o contenidos transversales, pues estos acceden 
naturalmente como fuente que impregna de forma constante y dinámica su misma 
actividad.

El carácter transversal del derecho laboral implica una fluidez en su desarrollo 
que le hace idóneo para configurarse como el paradigma de la transversalidad 
en cualquiera de sus manifestaciones. Sirve como claro ejemplo del medio por el 
cual el derecho se constituye en instrumento de relieve para que los contenidos 
esenciales que en cada momento configuran la sociedad se integren en el derecho 
y se consideren por este. No son las materias transversales simples asertos, sino 
que se asumen como parte del derecho y como instrumentos de eficacia del mis-
mo. Los contenidos transversales dan respuesta en cada institución a una parte 
de su plasmación histórica y realista, acomodando la realidad al tiempo en que se 
reclama la regulación laboral. Se otorga de simultaneidad al derecho, sirviendo de 
fundamento de su propia existencia.

El derecho laboral se distancia en su desarrollo de cualquier configuración doc-
trinal, de las imposiciones normativas y de las estructuras jurídicas. Si su cuerpo 
se integra por distintos elementos, estos tres factores dichos sirven de cuerpo del 
mismo en lo que sería su concepción orgánica, pero el motor de los miembros no 
son ellos mismos, sino el flujo social desde el que nace y donde se implanta nues-
tro derecho laboral, con una capacidad constante de readaptación y definición.
Pero, a su vez, el derecho laboral también sustrae de los distintos saberes jurídi-
cos sus instituciones modelando la realidad que regula con ellas. Se creará con 
él un círculo centrípeto en el que lo social y lo jurídico se entremezclan, habiendo 
sido el derecho laboral el que ha sido capaz de reunir tanto una realidad, la social, 
como un saber, el derecho. La capacidad constructiva del derecho laboral, desde 
la realidad de la sociedad hasta la configuración de una estructura sistemática de 
derecho, evidencia su diversidad que es el reflejo de su facultad de transversali-
dad, que atraviesa lo social y lo jurídico, construyendo con ella el derecho laboral.
El instrumento cognitivo que constituye el derecho laboral para acercarnos y cons-
truir la transversalidad consideramos que es innegable. Pues aunque el contenido 
propio del derecho laboral es concreto y específico, refiriéndose a las relaciones 
de trabajo, sirve como espejo de la articulación conjunta de los engranajes y con-
tornos de la sociedad y del derecho.

Desde la realidad que supone el derecho laboral, con su capacidad de catalizar lo 
social y jurídico, podemos idear y construir este nuevo concepto al que nos esta-
mos refiriendo: la transversalidad.

Interpretación y derecho transversal
Iniciábamos nuestro comentario aludiendo a las vías de interpretación. Y la de-
finición que estamos mostrando de la transversalidad direccional nos conduce a 
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introducir un nuevo elemento de interpretación, que es aquél que nace de orientar 
las normas públicas y privadas –negocios jurídicos- por un nuevo cauce que es el 
de contemplar el predominio de ciertos contenidos sociales en las instituciones5.

Las figuras definitorias y propias de las distintas ramas del derecho deben con-
cebirse incluyendo una nueva orientación que procure obtener la finalidad de la 
presencia, elaboración y conducción de la materia objeto de la transversalidad. 
El agente jurídico introduce de esta forma no sólo en su saber sino en la realidad 
del negocio, o de la norma, una nueva perspectiva que tiende a que la realidad 
manifestada con la transversalidad tenga efectividad propia, y sirva para encauzar 
la eficacia de la institución jurídica que se está contemplando. Se postula con la 
transversalidad un elemento nuevo en la eficacia del derecho que supone la varia-
bilidad y adaptabilidad del mismo según el contenido de la manifestación transver-
sal que se ha tenido en cuenta.

La interpretación es una actividad de la persona que actúa sobre determinadas 
realidades, el medio de la transversalidad sirve para realizar y alcanzar la finalidad 
interpretativa.

Esta función interpretativa es un paso inicial o preludio de la implantación del dere-
cho transversal. Este derecho puede comenzar su andadura siendo un elemento 
nuevo de interpretación que con una materialidad propia es capaz de invadir las 
distintas manifestaciones jurídicas, con una incidencia mayor o menor en cada 
una de ellas según el grado de consideración que se le exija para cada situación. 
Su incidencia en cada caso se mostrará dependiendo de la realidad con la que se 
encuentre la interpretación y en la que va a operar.

Según lo que venimos expresando, no nos encontramos ante una simple vía inter-
pretativa cuando nos referimos a la transversalidad, y de aquí deriva que esta no 
es asimilable a aquella interpretación que contempla el art. 3 CC, cuando alude a 
la interpretación de la norma según la realidad del tiempo social en que se aplica. 
Si bien inicialmente la transversalidad puede encontrarse ceñida a una interpre-
tación, o puede manifestarse como tal su incidencia y consideración, no es, sin 
embargo, equiparable transversalidad con interpretación.

No se trata en la transversalidad de buscar una interpretación desde una pers-
pectiva sociológica, ni tan siquiera de un método de interpretación, sino que nos 
encontramos con algo más. Estamos ante la presencia de un bloque unitario y 
conjunto que con un contenido propio obliga al agente del derecho a que tal bloque 
lo considere y tenga en cuenta, revistiendo su interpretación en cuanto atañe a la 
materia transversal de una obligatoriedad total en orden a implantar el contenido 

5	  Nos parecería un logro el que se introdujese la transversalidad como mecanismo de interpretación.
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transversal, que es de eficacia y efectividad real. El operador intentará que si el 
objeto de su interpretación se engarza y relaciona con el contenido de la transver-
salidad, el fundamento y alcance de esta se presencialice en su actuación, y que 
los márgenes de la institución, negocio o norma se canalicen en un devenir que 
conduzca a una orientación efectiva hacia la materia propia de la transversalidad.
En la dinámica de la transversalidad los mecanismos propios de cada derecho 
seguirán funcionando con su operatividad habitual, pero se enriquecen con una 
nueva materia que proyecta su luz sobre la configuración y contenidos específicos 
de ese derecho concreto. Unas veces el mismo legislador puede haber introducido 
la transversalidad, otras las referencias positivas deberán ser canalizadas por el 
intérprete para acogerlas en su labor.

Y es aquí donde descubrimos lo que hemos denominado DERECHO TRANS-
VERSAL, el que se nos presenta como una nueva rama del derecho con toda la 
significación que ello supone.

El fundamento de este derecho es catalizar una demanda social, un contenido 
generado en la sociedad que reviste tal entidad que se constituye en un elemento 
nuevo en el derecho, pero no de forma autónoma e independiente dentro de él, 
sino con ánimo de proyectarse e invadir todas las ramas del derecho, cuando en 
ellas incide directa o indirectamente la materia propia de su contenido. Generado 
un bloque susceptible de transversalidad se inician los resortes de este nuevo de-
recho para que se conozca y aplique en el resto de Derechos.

Volvemos a recordar la adjetivación que hemos llevado a cabo al clasificar la trans-
versalidad, y en el derecho transversal nos encontramos con la transversalidad 
direccional o derivada.

Para obtener la finalidad de esta nueva rama el operador de la misma, del dere-
cho transversal, deberá analizar y estudiar la realidad, describirla y consolidar el 
contenido de la materia o bloque que se va a integrar como objeto transversable. 
Ello realizado proyectará el alcance de su actividad para obtener la plasmación 
real del que ha sido el estudio de su objeto, el contenido transversal, en el resto 
de Derechos. Procurará que en las distintas manifestaciones o ramas del derecho 
se introduzca la materia transversal, haciendo pie en ellas tanto como un medio 
interpretativo como direccional de la eficacia de las instituciones, figuras, negocios 
o normas que se vayan a considerar.

El contenido que se encauza transversalmente irradiándose sobre ramas e institu-
ciones jurídicas es el que tendrá que estudiar el operador del derecho transversal, 
y al que dotará de materialidad y formalidad, dándolo a conocer al resto de agentes 
jurídicos.
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Elementos del derecho transversal:  
sujetos, objeto y forma

Sujetos: Diferenciamos dos sujetos. Aquel que se dedica al derecho transversal, 
estudiando su objeto e instrumentos, y el que recepciona el contenido del dere-
cho transversal y sus mecanismos de implantación previamente configurados por 
aquel.

Dotar a una rama del derecho de sus caracteres nos obliga a separar su contenido 
disciplinar de quienes serán receptores del mismo, y del contenido a quiénes son 
sus elaboradores.

Indudablemente el creador de la fuente del derecho, legislador o sujeto privado, 
será participe subjetivo del derecho transversal, en la medida en que se haga re-
ceptor del contenido transversal y proyecte su expansión. Pero el prius gerencial 
será el sujeto que ha elaborado con su análisis el contenido de la transversalidad.
Objeto: Estamos refiriendo constantemente el contenido volátil del derecho trans-
versal. El propio origen social generador de la transversalidad nos conduce a un 
devenir fluctuante. No hay un encorsetamiento limitativo y prefigurador del objeto 
transversal, pues la realidad será la que introducirá los contenidos específicos. 
Pero sí que hay un objeto funcional, más bien finalidad, concreto de este derecho 
y es el de que sus materias se implanten y materialicen. Luego el contenido del de-
recho transversal no se va a identificar exclusivamente con contenidos concretos 
sino con una forma de operar en orden a su búsqueda y su posterior materializa-
ción efectiva en el orden jurídico.

Desde la perspectiva de los materiales particulares de contenido del derecho 
transversal no estamos ante materias exclusivamente constitucionales que nos 
puedan conducir a identificar la transversalidad con el neoconstitucionalismo. Este 
se caracteriza por la presencia de la Constitución en los ámbitos del derecho, con 
una aplicación constitucional directa que sustituye a la típicas Constituciones pro-
gramáticas por las de eficacia real; la actual dinámica constitucional implica que 
el juez ha dejado de ser un juez napoleónico para ser un juez garantista de los 
derechos; y los operadores jurídicos ya no son simples autómatas de la ley sino 
creadores del marco jurídico.

Los derechos constitucionales tienen sus cauces y vías de expresión. Se concep-
túe el margen de su actuación de manera garantista o formal, los derechos funda-
mentales tienen su origen en el ámbito de la Constitución y la estructura de estos 
derechos funciona por medios establecidos. Aquí, en el derecho transversal, nos 
encontramos con otros contenidos, que en algunos casos sí participarán de un de-
recho fundamental, ampliándolo o materializándolo. Pero, en principio, la vocación 
del derecho transversal es más amplia, con resortes y realidades que nacen de la 
sociedad y no exclusivamente de las fuentes del derecho.
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Aunque aceptamos la relación actual de los derechos constitucionales y su desa-
rrollo con las materias transversales, el nacimiento de la transversalidad se rela-
ciona con realidades menos rígidas que las propias del marco constitucional. Por 
ello, su autonomía e independencia de este, y su mayor capacidad de adaptación 
y volatilidad.

No se identifica la transversalidad con criterios metajurídicos, con la axiología o la 
filosofía del derecho. No pretendemos dar una explicación con el derecho trans-
versal del fundamento del derecho, ni aflorar postulados nucleares del mismo, o 
encuadrarnos en el contenido del deber ser; nos separamos totalmente de cual-
quier intento de configurar una doctrina o corriente que explique el derecho como 
tal. El derecho transversal es dentro del derecho un método instrumental que va 
a servir para implantar específicos contenidos en todo él, los que previamente ha 
configurado; y, a su vez, procura obtener en cada saber jurídico la canalización de 
determinadas materias para que las mismas tengan una presencia real en él, no 
meramente hipotética.

Nos desvinculamos, también, de configurar solo un método, epistemología, de 
conocimiento. Lógicamente contaremos con uno, pero éste será un instrumento 
para nuestra rama. Tampoco nos identificamos con la sociología del derecho, aun-
que sí que podemos acudir a la denominada sociologización del derecho como 
instrumento que nos acerque a la realidad de la que van a nacer los contenidos 
coyunturales del derecho transversal.

Nuestro objeto mediato será la búsqueda de contenidos sociales que sean sus-
ceptibles de proyectarse en el conjunto del derecho de manera expansiva, y que 
revistan el carácter de necesarios tanto para el desarrollo de la vida social actual 
como para la programación futura de la misma, en un intento de buscar vías de 
equilibrio y simetría social que se proyecten en todo el entorno societario y reúnan 
un consenso suficiente en su dinámica presente y en su logro de futuro.

Inmediatamente nuestro objeto se identificará con la implantación en las distintas 
ramas del derecho del contenido diseñado y perfilado previamente. Para ello uti-
lizaremos las técnicas del derecho transversal y aquí sí que nos serviremos de la 
transversalidad.

El espíritu catalizador que hemos descrito previamente del derecho transversal se 
manifiesta en el elemento de investigación y valoración del contenido social que es 
susceptible de integrar el derecho transversal, y así previa identificación del mismo 
es la actividad de perfilar ese objetivo la relevante, configurando su contenido y 
regulándolo, de forma que se presente diseñado para poder ser contemplado y 
materializado por los receptores del derecho transversal.

Los instrumentos de esta materialización, así como sus manifestaciones, depen-
derán de la trascendencia del objetivo, su fuerza y necesidad de implantación, o la 
prospección futura que pueda revestir. Diseñado el contenido del derecho trans-
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versal su implementación dependerá de las circunstancias tanto sociales como del 
mismo objeto en sí mismo.

Forma: La manifestación del derecho transversal dependerá del instrumento utili-
zado para expresar el contenido que se pretende difundir y que previamente se ha 
configurado. La materialidad de este contenido se realizará de forma expresa en 
el sistema normativo incluyéndose en él a través de una norma, o bien mediante 
la publicitación entre los agentes del derecho del objeto con el que se pretende 
impregnar las distintas ramas en las que se implanta el derecho transversal. La 
transversalidad, como herramienta en sí misma, será una clara expresión formal 
del derecho al que nos venimos refiriendo.

La actividad transversal se desarrolla en dos ciclos: el previo e inicial de búsqueda 
y elaboración del material que se configura como contenido concreto de la transver-
salidad; y, el posterior que consiste en la difusión y esparcimiento de ese contenido 
en las distintas zonas del derecho que son las que se invaden transversalmente.

Podemos diferenciar varias fases en la configuración singular de un objeto especí-
fico del derecho transversal:

➤ fase Ursúa: este conocido explorador, cuarto apellido del autor, simboliza la 
búsqueda del material transversal a través de la localización de aquellas materias 
que desarrollándose en el entramado social son una inquietud de la sociedad, 
con una pretensión manifestada de esta de difuminarlas y proyectarlas en la ins-
titucionalización societaria, implantándolas en las diferentes estructuras sociales. 
Como entre estas se encuentra el derecho como sistema de ordenación social, la 
actividad exploradora se encamina a la identificación de un objeto susceptible de 
transversalidad, y a valorar su posible proyección posterior en el derecho.

Los diversos métodos de exploración dependerán de los materiales, herramientas 
y medios de investigación con los que se procure el acercamiento a la sociedad y 
sus problemáticas. Esta primera fase evaluará el contenido transversal y su desa-
rrollo posterior, evitando inútiles esfuerzos sobre materias que no sean de posible 
concreción en el derecho transversal.

➤ fase Curie: rendimos homenaje en esta fase a la insigne científica, y aludimos 
al desarrollo de la investigación y configuración ordenada que debe de ejercitar el 
jurista transversal de la materia extraída de la sociedad y que constituye el objeto 
específico de la transversalidad. Aquí deberán dotarse de contenido las materias 
transversales, mediante la estructuración de las mismas, afrontando su sistemá-
tica, formulando las definiciones y resto de elementos racionales de ideación ju-
rídica. Será una labor técnica de estudio de la que deberá resultar el objeto de la 
transversalidad a difundir, así como las herramientas que serán utilizadas por los 
sujetos receptores del elemento transversal para su implantación. La determina-
ción de las ramas del derecho afectadas constituye parte del diseño conceptual de 
esta fase y es un estadio previo a la publicitación del material transversal.
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➤ fase Gandhi: en esta nueva misión se pretende la difusión de los contenidos 
previamente elaborados. La divulgación se encaminará tanto a la posible plasma-
ción del objeto transversal en normas, como en la información y formación previa 
para ello a los técnicos legislativos y por otro lado, con una remarcada nota de 
esencialidad, se difundirá el conocimiento de la materia trasversal entre los sujetos 
receptores de la transversalidad, de forma que adapten progresivamente sus acti-
vidades jurídicas al nuevo enfoque propuesto por el derecho transversal. 

➤ fase Fabio: la invasión e implantación del contenido transversal en las distintas 
ramas del derecho es el último episodio que diseñamos, y responde a las propias 
características del derecho transversal. Se trata de conquistar los territorios jurídi-
cos colonizándolos, pulverizando en ellos los contenidos transversales de forma 
que se obtenga la polinización de los mismos. Desde la plataforma previamente 
construida se lanza la plasticidad de la transversalidad, logrando un objetivo real y 
efectivo de eficacia dentro del derecho del contenido transversal.

LA TÉCNICA DE LA TRANSVERSALIDAD SE VA A CARACTERIZAR:

a) �carácter expansivo: la transversalidad en esa direccionalidad que le es pro-
pia se explaya sobre una pluralidad de materias y ramas jurídicas. No se con-
forma con manifestar enunciados, sino que los mismos los proyecta sobre la 
totalidad del derecho para que quienes estén más cercanos e implicados con 
los contenidos del derecho transversal se encuentren con ellos y los conside-
ren.

b) �carácter invasivo: tiene la transversalidad un ánimo presencial, que empuja 
y arrolla, implantándose en instituciones y manifestaciones del derecho en las 
que se impone. Con independencia de la voluntad que haya creado, modifica-
do o extinguido los negocios o derechos, o las mismas normas, la transversali-
dad en sus contenidos se implanta directamente sobre ellos.

c) �carácter innovador: todo lo transversal sugiere novaciones, modernidad, 
movimiento y dinámica. Se introduce en las metodologías de cada derecho y 
de sus operadores configurando nuevos paradigmas o programas, que no son 
simplemente aseverativos, sino que exigen una implantación real.

d) �el instrumento propio del derecho transversal es la transversalidad. Esta es su 
capacidad de atravesar las ramas del derecho y llevar sus contenidos especí-
ficos a todas las instituciones y figuras jurídicas. Un cauce natural de implanta-
ción de la transversalidad es el elemento de la interpretación. La hermenéutica 
que se realiza con la visión transversal es una vía de implantación del conteni-
do transversal y por ello del mismo derecho transversal. 
Interpretar transversalmente es buscar que el negocio o norma o realidad jurídi-
ca a diseñar por el agente obtenga como finalidad la implantación del objeto de 
la transversalidad.
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e) �naturaleza investigadora: el carácter reactivo del derecho no encaja con la 
dinamicidad del derecho transversal, que exige una relación directa con la rea-
lidad social. Se trata de innovar los contenidos del derecho y para ello se re-
quiere una constante comunicación con los operadores sociales, en cualquiera 
de sus manifestaciones. No se trata de elaborar respuestas a las problemáti-
cas jurídicas, sino de implantar en el derecho las líneas directrices que exige el 
componente social.

d) �espíritu moderado: los caracteres invasivos y expansivos no conducen a 
una concepción agresiva del derecho transversal.  Sin renunciar al objetivo de 
implantación de la materia transversal el método de pigmentación de las diver-
sas ramas jurídicas es siempre progresivo, al igual que lo es la fase de estudio 
y desarrollo del contenido transversal.

Fuentes del derecho transversal
Las fuentes tradicionales del derecho son la ley y la costumbre. En un marco mar-
cadamente positivista como es el que existe en el sistema jurídico occidental en el 
que nos encontramos inmersos, si pretendemos configurar el derecho transversal 
deberemos fijar sus fuentes creativas.

La ley como fuente del derecho tiene la peculiaridad de la compulsión. No es esta 
su única característica, pues el derecho, según lo hemos definido, se configura por 
su aceptación social. El derecho es la ordenación social, pero el sistema o método 
en que se instrumentaliza esta ordenación varía. El actual centripetismo de la ley 
nació de la pluralidad de fuentes normativas que confluían simultáneamente en 
determinada época, la prevolucionaria; tal diversidad de fuentes del derecho ge-
neraba un clima de inseguridad impropio del postulado racionalista revolucionario, 
del que resultó un paradigma legalista, en el que el engranaje parlamento-ejecuti-
vo-judicial empieza a funcionar con un diseño de contenidos de actuación acota-
dos para cada una de estas instituciones.

El comienzo del dogmatismo legalista determina que tenga un final. La concor-
dancia entre el precedente judicial y la centralidad de la ley nos conducirá a largo 
plazo a un sistema jurídico mixto. Las dos corrientes, anglosajona y continental, 
van a la postre a confluir. Se ha llamado al siglo XXI el siglo del poder de los jue-
ces, por contraposición al XIX que fue el de los Parlamentos y al XX que lo fue de 
los poderes ejecutivos. Hoy el paradigma jurídico se centra en los jueces, y todo 
el conjunto de actores que los rodean, desde los que se considera que realmente 
nace el derecho. Este diseño jurídico actual nos guía por la ruta del precedente 
judicial y la interpretación autónoma del derecho por parte del juez, lejos del sim-
plista legalismo.

5
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es un contenido, una materia, que la Sociedad exige. Que transcienda a una nor-
ma positiva el objeto a expandir por el derecho transversal nos conducirá a la 
positivización del objeto transversal. Pero no agotaríamos nuestro cometido si no 
instásemos que lo no positivizado se legalice, y ésta será una parte de la labor de 
quien interese la normativización del derecho transversal.

La fuente legal y también la judicial son propias del derecho transversal. Esta con 
el nuevo protagonismo judicial cobra especial vitalidad al introducir en sus decisio-
nes el sesgo transversal. Su requisito previo que lo hará posible es el conocimiento 
del contenido transversal, objeto propio de quien procure ser el altavoz del derecho 
transversal.

Cuando las instituciones jurídicas se visten de la transversalidad y el resultado 
de las mismas se contempla desde su perspectiva hay un enriquecimiento que 
relaciona lo social y lo jurídico. La funcionalidad de los intérpretes y estudiosos del 
derecho no puede quedar al margen del contenido transversal.

Hoy por hoy, es difícil admitir un derecho sin enunciación normativa. La transver-
salidad cuenta con su aserto normativo directo en algunas ocasiones, en otras 
se deduce de marcos legales, como la Constitución, y en otras la labor del trans-
versalista será promocionar el contenido del derecho transversal. La pluralidad 
de instancias normativas actuales, superado el ámbito estatocéntrico, ofrece una 
diversidad de posibles fuentes creativas o inspiradoras de nuevas legislaciones. El 
campo de la esfera privada, muchas veces desprestigiado por el tecnicismo jurídi-
co y el recelo a sustraer contenidos al derecho, es un hábitat propicio para que los 
agentes sociales/jurídicos introduzcan los rasgos de la transversalidad.

El carácter aproximativo del derecho transversal hace que no sea una de sus pre-
ocupaciones la positivización de la materia propia del contenido concreto del de-
recho transversal. A veces el simple conocimiento de este contenido concreto del 
derecho transversal en una instancia jurídica es el comienzo de su positivización.
Dos actividades son las que proponemos. La primera la búsqueda de las materias 
transversales, su estudio y análisis, tanto en los ámbitos legales como sociales, 
promocionando todos los mecanismos para configurar un contenido transversal.
La segunda es la actividad receptora de la transversalidad. Una vía indudable de 
ello será la interpretación con la perspectiva de la transversalidad. Esta interpreta-
ción es parte de la materialidad de la transversalidad.

Un ejemplo de transversalidad: La protección de la 
infancia; LO 8/2021
Procuramos demostrar que la transversalidad no es un simple experimento elaborado 
conceptualmente. Tiene una practicidad y plasmación auténticas. Viene funcionando 
en la realidad del derecho y ello exige el que se le dote de consistencia y orden.

6
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aquello que se ha pretendido sea un contenido indisponible y cierto en el derecho. 
Pretendemos que la materia transversal no pase inadvertida o sin funcionalidad 
específica.

Pongamos un ejemplo para ilustrar cuanto hasta ahora venimos señalando, y el 
mismo parte de la LO 8/2021, 4 de junio, de protección integral a la infancia y la 
adolescencia frente a la violencia. Esta ley nos sirve no sólo para acotar el conteni-
do del derecho transversal, sino para observar su recorrido, desde su inicio hasta 
su actual manifestación.

La indicada ley recoge la protección integral a la infancia y la adolescencia frente 
a la violencia y nos aporta dos claras manifestaciones del contenido de la trans-
versalidad. Nos estamos refiriendo a la transversalidad que hemos denominado 
derivada o direccional, pero que significadamente incide igualmente en la trans-
versalidad genética con cuya denominación hemos caracterizado al derecho labo-
ral. Recordamos que la transversalidad direccional es la que se introduce en todas 
las ramas del derecho aportando en ellas la dinámica específica del contenido que 
ha nacido en la sociedad.

Respecto a esta transversalidad, y en el estudio que hacemos de la LO 8/21, nos 
encontramos inicialmente ante una materia objeto de preocupación en el hábitat 
social que es susceptible de protección y que no se limita a un campo específico 
del derecho, ni tampoco termina en un abordaje multidisciplinar de la materia. Es 
un contenido el que se trata que afecta a un colectivo importante de la sociedad y 
que implica a toda ella. Exige el tratamiento de la materia regulada por la LO 8/21 
que analizamos la implicación de la mayoría de las ramas del derecho, pues en 
todas ellas queda afectado el grupo al que se refiere la ley.

La LO 8/21 alude en su Exposición de Motivos a expresiones como amplio enfo-
que multidisciplinar, naturaleza multidimensional o voluntad holística. Todos estos 
términos nos acercan al concepto de transversalidad, aproximándonos al com-
ponente social y la catalización del derecho y la sociedad, que es lo propio de lo 
transversal.

La materia que se aborda por la ley exige que haya una contemplación de las dis-
tintas figuras jurídicas en las que los menores estén afectados y que se aprecie su 
dimensión desde la perspectiva de su protección, a través de una protección que 
manifiestamente se expresa en los criterios que formula la ley. Pero como ya indi-
cábamos, no se trata sólo de aplicar la ley, pues, como veremos, está se abre al 
campo del derecho transversal, pero ni lo limita ni lo restringe, sino que por el con-
trario es la LO la expresión de un trampolín que sirve para su expansión en el resto 
de los derechos, provocando la invasión de estos por el contenido transversal.
Vamos a configurar también nuestro análisis contando con la que hemos denomi-
nado transversalidad genética. Y con ella estamos refiriéndonos al derecho laboral. 
Este es un cauce privilegiado para mostrar el alcance y funcionalidad del derecho 
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versal, si bien limitada a partir de ahora a nuestro objeto propio que es el derecho 
del trabajo. Con ello buscamos concretar la manifestación de la transversalidad en 
referencia a una específica asunción del contenido objeto de lo transversal en una 
rama del derecho.

Así, en esta aplicación en nuestra materia propia, el derecho del trabajo, lo primero 
que haremos será observar que el art. 27 de la ley señala al referirse a las “Actua-
ciones específicas en el ámbito familiar” que: “… 1. Las administraciones públicas 
impulsarán medidas de política familiar encaminadas a apoyar los aspectos cuali-
tativos de la parentalidad positiva en progenitores o quienes ejerzan funciones de 
tutela, guarda o acogimiento. En particular, las destinadas a prevenir la pobreza y las 
causas de exclusión social, así como la conciliación de la vida familiar y laboral en el 
marco del diálogo social, a través de horarios y condiciones de trabajo que permitan 
atender adecuadamente las responsabilidades derivadas de la crianza, y el ejercicio 
igualitario de dichas responsabilidades por hombres y mujeres… Dichas medidas 
habrán de individualizarse en función de las distintas necesidades de apoyo específi-
co que presente cada unidad familiar, con especial atención a las familias con niños, 
niñas o adolescentes con discapacidad, o en situación de especial vulnerabilidad. Y 
las dirigidas a prevenir la separación del entorno familiar…”6

El precepto nos evidencia una implantación del tema de la protección a la infancia 
y la adolescencia de la violencia en varios ámbitos del derecho. Atraviesa esta 
protección todo el derecho y transversalmente recorre las diversas ramas jurídicas 
para obtener una finalidad concreta que es no sólo la erradicación de la violencia 
sino la guarda integral de los niños y jóvenes. Podemos concluir que se ha positi-
vizado un contenido social el que a partir de la LO discurre por todos los campos 
jurídicos y obliga a los operadores, en todas sus variantes, a obtener un resultado 
en su discurso interpretativo y aplicativo que conduzca a la protección y guarda del 
colectivo menor.

Incluso, y ciñéndonos algo más a nuestro específico campo del derecho del tra-
bajo, observemos que el mundo laboral es llamado a buscar plasmaciones de la 
protección a los niños y adolescentes mediante las instituciones y figuras típicas 
de su conocimiento. Una de estas manifestaciones propias del derecho social es 
la conciliación de la vida familiar y laboral, que es la síntesis de la relación entre 
el hábitat doméstico/reproducción y el de la producción, ámbitos en los que se 
divide el discurrir antropológico. La coordinación entre el trabajo y la vida familiar, 
en sus proyecciones tanto de cuidado de la infancia y juventud como de igualdad 
de género y correspondencia de los roles del hombre y la mujer, es una evidencia 
de la transversalidad que se manifiesta en el contenido que ha regulado la ley. Y si 
hablamos de transversalidad ya no sólo aludimos a consideraciones o programas, 

6	  La cursiva es nuestra.
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concreta dinámica que se analiza por el intérprete.

No se trata de algo programático sino de una exigencia para los ordenadores del 
derecho. Es una pauta dirigida, en el mundo laboral, tanto a quienes lo viven direc-
tamente, empresarios y trabajadores, como para quienes lo actualizan, procuran 
la asesoría, o normativizan -legal o convencional-. Todos estos sujetos quedan 
vinculados, como los mismos jueces al resolver e interpretar el caso concreto la-
boral, a la perspectiva transversal; deben estos agentes en su esfera practicar la 
aplicación de los contenidos transversales.

El mandato a las Administraciones públicas para la aplicación de parámetros tan 
esenciales como las jornadas, horario o condiciones laborales es una clara expre-
sión de un contenido transversal, que no sólo obliga a la interpretación por el agen-
te de las instituciones o figuras implicadas desde la perspectiva transversal, sino  
que conduce a la utilización de criterios, o más bien instrumentos, que formalicen y 
materialicen la norma, sin olvidar que la misma nace de una realidad social, y que 
secundariamente -de la forma derivada- se ha introducido en el derecho.

Es obligado en el mundo del derecho laboral introducir este nuevo paradigma de 
protección a los menores. No basta para ello una regla genérica de consideración 
de la realidad social, sino que es exigible el que la protección de la infancia y ju-
ventud se muestre y revitalice constantemente en la aplicación de toda interpreta-
ción y visión del trabajo. La búsqueda particular de la protección a la infancia y la 
materialización de ella en los negocios laborales impregna todas las instituciones 
sociales, desde la aplicación de la ley y los Convenios Colectivos, hasta la última 
concreción de una condición de trabajo derivada del contrato de trabajo.

No es el contenido del derecho transversal un simple mandato a las Administra-
ciones públicas, entre las que se encuentra la autoridad laboral, y en general los 
agentes sociales. El precepto que citamos va más allá y materializa cuanto hemos 
referido del derecho transversal.

La normativización de un contenido transversal es un punto intermedio entre el 
nacimiento e inicio del contenido transversal y su posterior expansión direccional. 
Concreta la positivización un mandato a las administraciones públicas, los agentes 
jurídicos y ciudadanos, pero a su vez determina un bloque autónomo e indepen-
diente capaz de introducirse en los medios e instrumentos jurídicos para interesar 
en ellos un contenido concreto; se configura un objetivo especifico a perseguir que 
tiñe instituciones y negocios, derechos y obligaciones cuyo nacimiento, modifica-
ción y extinción son contemplados desde esa protección a los niños y adolescen-
tes de toda violencia.

Siguiendo con la LO 8/2021, analizamos la Disposición final vigésima. Recoge 
esta Disposición un claro ejemplo de la transversalidad tal y como la concebimos. 
Se materializa la implantación en los diversos campos del derecho el contenido 
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actual transversal, en el hoy y ahora, la materia propia del derecho transversal. Y 
se hace mediante la especialización con cauces y agentes personalizados como 
son los órganos judiciales y de la fiscalía.7

Por un lado, se implanta la materia objeto de transversalidad –la tutela de la violen-
cia de los menores- en los campos de los operadores judiciales, a los que se les 
instruye para conocer la materia y de este modo aplicar los principios y medidas 
previstas por el legislador. 

En un sistema fundamentalmente garantista como es el nuestro que proviene de 
la implantación del método de control kelseniano, va a ser la operativa judicial la 
que, una vez formada adecuadamente la curia, plasme los contenidos transver-
sales y configure derechos, obligaciones, negocios, figuras e instituciones con la 
perspectiva de la protección a la infancia y adolescencia. Esta perspectiva va a 
tomar cuerpo y presencia en la actividad jurídica.

Aquí podemos apreciar que ya hemos rebasado el campo del derecho laboral y 
observamos que es la transversalidad derivada o direccional la que asume el pro-
tagonismo propio del derecho transversal.

Sin embargo, hay un elemento que distancia claramente el concepto de transver-
salidad que proponemos del diseño que ha realizado el legislador de ella. El mis-
mo es el que se deduce de la Disposición que analizamos, y en concreto cuando 

7	  �La indicada Disposición señala: “Especialización de los órganos judiciales, de la fiscalía y de los 
equipos técnicos que presten asistencia especializada a los Juzgados y Tribunales.
1. En el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor de esta ley, el Gobierno remitirá a las 
Cortes Generales los siguientes proyectos de ley:
a) Un proyecto de modificación de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, dirigido 
a establecer, a través de los cauces previstos en la citada norma, la especialización tanto de los 
órganos judiciales como de sus titulares, para la instrucción y enjuiciamiento de las causas penales 
por delitos cometidos contra personas menores de edad. Tal especialización se realizará en orden a 
los principios y medidas establecidos en la presente ley. Con este propósito se planteará la inclusión 
de Juzgados de Violencia contra la Infancia y la Adolescencia, así como la especialización de los 
Juzgados de lo Penal y las Audiencias Provinciales. También serán objeto de adaptación, en el mismo 
sentido, las pruebas selectivas que permitan acceder a la titularidad de los órganos especializados, 
sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 312.4 de la citada Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio.
Del mismo modo, el mencionado proyecto de ley orgánica dispondrá las modificaciones necesarias 
para garantizar la especialización dentro del orden jurisdiccional civil en Infancia, Familia y Capacidad.
b) Un proyecto de ley de modificación de la Ley 50/1981, de 30 de diciembre, reguladora del Esta-
tuto Orgánico del Ministerio Fiscal, a los efectos de establecer la especialización de fiscales en el 
ámbito de la violencia sobre la infancia y la adolescencia, conforme a su régimen estatutario.
2. Las administraciones competentes regularán en idéntico plazo la composición y funcionamiento 
de los equipos técnicos que presten asistencia especializada a los órganos judiciales especializa-
dos en infancia y adolescencia, y la forma de acceso a los mismos de acuerdo con los criterios de 
especialización y formación recogidos en esta ley.”
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asistencia especializada a los órganos judiciales especializados en infancia y adoles-
cencia. 

Nos resulta insuficiente la concepción actual de la transversalidad que parece des-
prenderse de la normativa que analizamos, sin perjuicio de que en esta LO 8/21 
que mostramos apreciemos parte del derecho transversal. Esta norma expresa este 
derecho en un estado indiciario y meramente latente, deficiente en cuanto a todo el 
contenido y extensión que pretendemos articular en este nuevo derecho que anali-
zamos.

Hemos ejemplificado en el derecho laboral la implantación de la LO 8/21 en orden 
a objetivar la transversalidad. Pero es evidente que la transversalidad direccional o 
derivada alcanza al derecho social y a muchas más ramas del derecho, pues en el 
origen del derecho transversal se encuentra ese ánimo de expansión o invasión.
La operatividad transversal es una obligación del agente jurídico, incluso con inde-
pendencia de que se haya recogido legislativamente el contenido específico de la 
transversalidad. Materias como las que ya hemos aludido deben presidir no solo la 
interpretación sino el encauzamiento de las instituciones del derecho8.

Finalidad del derecho transversal
Hemos descrito hasta ahora las manifestaciones tanto formales como materiales del 
derecho transversal. Pero es el momento de buscar qué pretendemos mediante la 
transversalidad.

En la Sociología el concepto de socialización significa la asunción por el individuo de 
los elementos culturales del grupo social donde se desarrolla; para la Antropología 
la endoculturización consiste en el fenómeno por el que el niño asume los elemen-
tos de tradición y cultura de la sociedad donde nace. Se pueden aprovechar estas 
nociones para explicar el telos del derecho transversal. Este lo que se propone es 
impregnar al derecho de las problemáticas sociales, haciendo variar el clásico senti-
do direccional del derecho, de manera que no sea el derecho el que se dirige hacia 
la sociedad, sino esta la que invade el derecho exigiendo a este una sensibilidad, 
regulación, aplicación y respuesta a determinados contenidos. Estos contenidos son 
los que ha buscado y formulado el derecho transversal.

Nuestro objetivo es introducir en el derecho prioridades conceptuales en sus herra-
mientas e instituciones. Estos paradigmas se han extraído de la misma sociedad 
y se proyectan en el derecho, en sus distintas ramas y, sobre todo, en los agentes 
participativos del mismo.

8	  �El art. cuatro de la LO 8/21 en su letra j) refiere como criterio general la incorporación del enfoque 
transversal de la discapacidad, que nos evidencia otra manifestación del derecho transversal y de su 
diseño direccional. Se plasma con esta previsión la funcionalidad diversa de la transversalidad que se 
expande y proyecta sobre toda rama del derecho.

7
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A la postre, la finalidad del derecho transversal es humanizar el derecho, y ello se 
logra procurando conciliar la sociedad con el derecho. 

Insistimos en el carácter catalizador del derecho transversal, como un medio de 
implantar dentro del mundo jurídico la realidad social. Con este criterio es con el 
que nos adentramos en la configuración transversal, la que se diseña como un 
instrumento mediante el cual se materializa el sistema societario en el derecho.

Nos enfrentamos en nuestro tiempo ante una realidad que invita a remover la ac-
tual dinámica jurídica. El derecho en el mundo de hoy ha confundido sus medios 
con su fin. Las instituciones jurídicas se han convertido en la finalidad del derecho 
y el agente jurídico ha terminado por invertir su esfuerzo de conocimiento en lo 
que son los diseños instrumentales del derecho, obviando y prescindiendo de la 
realidad subyacente en el derecho, que es el hombre y la sociedad donde vive.

Señalaba Ihering9 que el objeto del derecho es la garantía de las condiciones de vida 
de la sociedad. Tomamos como base esta concepción para encuadrar el derecho 
transversal dentro de una configuración claramente social, en la que se prescinda 
de focalizar el estudio del derecho como un análisis de sus instituciones. La conden-
sación del derecho en sus manifestaciones funcionales constituye una pérdida de su 
verdadera finalidad que es plasmar y regular la centralidad del ser humano. 

Es este, el hombre, el eje axial de la sociedad y del derecho, y el que mediante el 
derecho transversal se pretende implantar en las ramas del derecho. Que el ser 
humano se manifieste claramente social10 es un prius para la dinámica jurídica y, 
en nuestro caso, para el derecho transversal. Todos los instrumentos y herramien-
tas de este tienen el fin indicado.

Con este telos no se introduce al derecho transversal en el plano del deber ser. La 
realidad del contenido transversal nace de la misma sociedad y se muestra en un 
objeto auténtico y cierto, con unos mecanismos específicos de desarrollo. Eso sí, 
el derecho pertenece al mundo de la razón y de la simbología, aunque se positivi-
ce en la norma o en la realidad dúctil del mismo. 

Lógicamente lo que es el fin pertenece al mundo de las ideas alejándose del ser.

9	  �El fin en el Derecho, R. Von Ihering, Rodríguez Serra editor, Biblioteca de Filosofía y Sociología, 
página 274.

10	  �No nos detendremos en este concepto, ya indicaba Aristóteles en su libro “La Política”, -pág. 23, 
Colección Austral, ed. Décimosexta, 1983- que “el hombre es un ser naturalmente sociable”.
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El cantautor Labordeta tiene una canción que se titula “todos repiten lo mismo”. 
Se la pedimos prestada para describir nuestra realidad. Estamos inmersos en una 
línea seguidista de la inercia de la interpretación que diseñó Savigny en el siglo 
XIX, y continuar aplicando el instrumento de interpretación que se creó hace tanto 
tiempo, hoy en el primer cuarto del siglo XXI, nos resulta paradójico, y nos lleva a 
cuestionarnos si no se han producido cambios suficientes en el mundo para abor-
dar el campo del derecho con nuevas iniciativas.

Que los operadores jurídicos y los agentes del derecho continúen repitiendo lo 
mismo, y no seamos capaces de diseñar nuevas fórmulas e instrumentos con los 
que congeniar los requerimientos que nos exige la vida social, nos hace plantear-
nos si la dinamicidad del derecho, o al menos la del derecho laboral, se congenia 
con la perpetuación y continuidad de lo pasado. Se trata de imaginación11 y sobre 
todo de innovación.

El dogmatismo recogió la abierta gama de normas que existían en su época y 
las filtró por un embudo del que derivó el positivismo más exagerado; reacción al 
mismo fueron las corrientes de la escuela histórica, la jurisprudencia de intereses, 
el derecho libre o la sociología del derecho. Todas estas dispersiones las volvió a 
aglutinar ese genio jurídico que fue Kelsen y con una nueva destilación las agrupó 
para que de ella resultase un positivismo normativo. Este nuevamente ha creado 
un claro espíritu reactivo que pide nuevas iniciativas y protagonismos, como son 
los nacidos, precisamente, de la reafirmación de la Constitución, pero esta es nue-
vamente sólo una fuente, y nos preguntamos si no hay más, o si no es derecho 
todo lo que ordena la sociedad.

Entre las posibles iniciativas proponemos una: el DERECHO TRANSVERSAL.

11	  Aludimos a la imaginación crítica que refería Wright Mills.

8

Accede a todas nuestras publicaciones a través nuestra web 



30

I. INTRODUCCIÓN

El trabajo a distancia es una modalidad prestacional de trabajo que constituye, a 
su vez, una gran herramienta de conciliación personal y familiar. No obstante, esta 
dimensión conciliadora presenta ciertos riesgos, en especial los psicosociales y de 
perpetuación de los roles de género, que deben ser abordados por el legislador y 
los negociadores colectivos para evitar su efectiva materialización.
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TRABAJO 
A DISTANCIA 
COMO MEDIDA DE 
CONCILIACIÓN
Óscar FERRER CORTINES 
Magistrado Juzgado de lo Social nº 4 de Santander

ARTÍCULOS

RESUMEN
En este artículo se analiza el trabajo a distancia como una medida de 
conciliación de la vida laboral, personal y familiar, tras advertirse que 
aquél es un método de trabajo de profunda raigambre histórica que 
trasciende de la vertiente conciliatoria. El estudio se centrará en ana-
lizar los principales riesgos (psicosociales y de perpetuación de los 
roles de género) que comporta como medida de conciliación y las po-
sibles soluciones para abordarlos eficazmente.

TRABAJO A DISTANCIA COMO MEDIDA DE CONCILIACIÓN
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II. TRABAJO A DISTANCIA COMO MÉTODO DE TRABAJO

Una de las grandes ventajas que aporta el trabajo a distancia1 es una mayor au-
toorganización en la gestión de los tiempos de trabajo y los descansos, convir-
tiéndose así en una importante herramienta para facilitar la conciliación de la vida 
personal, familiar y laboral.

No obstante, no debe confundirse el trabajo a distancia con una mera medida de 
conciliación pues, ante todo, se trata de un método o modalidad prestacional de 
trabajo que, además, tiene “un amplio recorrido en la historia social del trabajo, 
remontándose los sistemas de contratación y subcontratación a domicilio a la Baja 
Edad Media, y generalizándose con el mercantilismo y la industrialización”2.

La actual pandemia de la covid-19 es un buen ejemplo de ello, pues el teletrabajo 
se ha configurado como un buen remedio para evitar la paralización de la actividad 
laboral. En este sentido, ya el 12 de marzo de 2020, dos días antes de la decla-
ración por el Gobierno del estado de alarma, las organizaciones sindicales y las 
empresariales más representativas a nivel estatal aprobaron el «documento de 
propuestas conjuntas de las organizaciones sindicales, CCOO y UGT, y empresa-
riales, CEOE y CEPYME para abordar, mediante medidas extraordinarias, la pro-
blemática laboral generada por la incidencia del nuevo tipo de coronavirus», entre 
cuyas medidas se encontraba el teletrabajo. El Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de 
marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económi-
co y social del COVID-19, estableció el carácter preferente del trabajo a distancia 
(art. 5), lo que justificó en su exposición de motivos en la necesidad de garantizar 
la continuidad de la actividad empresarial y de las relaciones laborales, priorizando 
“sistemas de organización que permitan mantener la actividad por mecanismos 
alternativos, particularmente por medio del trabajo a distancia, debiéndose facilitar 
las medidas oportunas para hacerlo posible”.

La práctica posterior evidenció que el trabajo a distancia fue un instrumento im-
portante para conservar la actividad empresarial en aquellos sectores en que la 
naturaleza del servicio así lo permitían, lo que provocó un considerable incremento 

1	  �Recordemos que, conforme a la Ley 10/2021, de 9 de julio, de trabajo a distancia  (que procede del 
RD-ley 28/2020, de 22 de septiembre, de trabajo a distancia, tras convalidarse y tramitarse como 
proyecto de ley), el trabajo a distancia es una forma de organización del trabajo que se presta en el 
domicilio de la persona trabajadora o en el lugar elegido por esta, durante toda su jornada o parte de 
ella, con carácter regular (como, por ejemplo, la elaboración de artesanías en el domicilio); mientras 
que el teletrabajo es aquel trabajo a distancia que se lleva a cabo mediante el uso exclusivo o preva-
lente de medios y sistemas informáticos, telemáticos y de telecomunicación. Por tanto, el teletrabajo 
es una modalidad o subgénero del trabajo a distancia que implica la prestación de servicios con 
nuevas tecnologías.  

2	  Francisco Alemán Páez, “El trabajo a distancia en la postpandemia”, Revista JJD, enero 2022.

JU
RI

SD
IC

CI
Ó

N 
SO

CI
AL

  A
BR

IL
 2

02
2



32

de los porcentajes de teletrabajo en España en relación al periodo prepandémico, 
donde sólo el 4,8% (951.800 personas) de los trabajadores teletrabajaban más de la 
mitad de los días. En contraste con este dato, en el segundo trimestre de 2020, se-
gún datos del INE, se alcanzó la cota histórica más elevada de teletrabajo en España 
con un 16,2% de personas que teletrabajaban normalmente desde su hogar (más de 
tres millones de personas). Y en el último trimestre de 2021 el 7,9 % de los ocupados 
(1.586.700) trabajaron desde su propio domicilio más de la mitad de los días.

Esta distinción entre trabajo a distancia y conciliación se refleja en el art. 138 bis 
de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, reguladora de la jurisdicción social (LRJS, 
en adelante), que regula el procedimiento a seguir en los conflictos relacionados 
con el trabajo a distancia, al especificar que, cuando la causa de la reclamación en 
materia de trabajo a distancia esté relacionada con el ejercicio de los derechos de 
conciliación de la vida personal, familiar y laboral, reconocidos legal o convencio-
nalmente, se regirá por el procedimiento establecido en el artículo 139 LRJS, es 
decir, por el previsto para el ejercicio de tales derechos de conciliación, y no por la 
tramitación ideada para las reclamaciones sobre acceso, reversión y modificación 
del trabajo a distancia contempladas en el art. 138 bis (precepto incluido tras la 
reforma operada por el Real Decreto-ley 28/2020, de 22 de septiembre, de trabajo 
a distancia y, posteriormente, por la disposición final 2.2 de la Ley 10/2021, de 9 
de julio, de trabajo a distancia -LTD, en adelante-).

El deslinde apuntado también se aprecia en el art. 4.5 LTD al proclamar el princi-
pio de igualdad y reconocer a las personas que trabajen a distancia el derecho a 
la adaptación de la jornada, lo que evidencia que teletrabajo y conciliación, aun 
cuando guardan una indudable interrelación, son dos realidades diferentes.

III. �EL TRABAJO A DISTANCIA COMO MEDIDA  
DE CONCILIACIÓN

Partiendo de la autonomía del trabajo a distancia como modalidad prestacional, 
es cierto que aquél constituye un instrumento de gran importancia para facilitar la 
conciliación de la vida personal y familiar (la propia exposición de motivos de la 
LTD señala esta excelencia del teletrabajo al apuntar que ofrece “mayores posibi-
lidades en algunos casos, de una autoorganización, con consecuencias positivas, 
en estos supuestos, para la conciliación de la vida personal, familiar y laboral”). De 
ello ha sido igualmente paradigmático lo acaecido en la pandemia de la covid-19, 
donde el teletrabajo ha permitido a numerosas familias poder atender a sus hijos 
confinados o sin clases por las restricciones de la pandemia. 

Esta necesidad de conciliación durante la pandemia cristalizó en el Plan MECUI-
DA, creado por el art. 6 del Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas ur-
gentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social de la CO-
VID-19, y que aún sigue en vigor tras ser prorrogado hasta el 30 de junio de 2022 
por la disposición adicional 3ª.1 del Real Decreto Ley 2/2022, de 22 de febrero.
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El Plan MECUIDA reconoce el derecho a la adaptación de la jornada, incluida 
la modalidad de trabajo a distancia, cuando fuera  necesaria la presencia de los 
trabajadores para atender y cuidar al cónyuge, pareja de  hecho, o familiar por 
consanguinidad al segundo grado, y además concurrieran circunstancias excep-
cionales relacionadas con las actuaciones necesarias para evitar las  transmisión 
comunitaria de la covid-19 (necesidad de cuidado personal y directo como conse-
cuencia directa de la covid-19; decisiones adoptadas por las autoridades guber-
nativas relacionadas con la covid-19 que impliquen cierre de centros educativos 
o de cualquier otra naturaleza que dispensaran cuidado o atención a la persona 
necesitada de los mismos; o cuando la persona que hasta el momento se hubiera 
encargado del cuidado o asistencia directos de cónyuge o familiar hasta segundo 
grado de la persona trabajadora no pudiera seguir haciéndolo por causas justifica-
das relacionadas con la covid-19).

El Plan MECUIDA, a diferencia del art. 34.8 del Real Decreto Legislativo 2/2015, 
de 23 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto 
de los Trabajadores -TRLET, en adelante- (que regula con carácter general el 
derecho a solicitar la adaptación de la jornada), no habla del derecho “a solicitar”, 
sino que, de forma más directa, afirma que los trabajadores “tendrán derecho” y se 
añade que “es una prerrogativa cuya concreción inicial corresponde a la persona 
trabajadora”, pero a pesar de ello no estamos ante un derecho incondicionado o 
que opera de forma automática, porque la norma a continuación añade que este 
derecho debe “ser justificado, razonable y proporcionado en relación con la situa-
ción de la empresa”. Es decir, debe acomodarse a las necesidades de organiza-
ción de la empresa3.

No obstante, ya antes de que el virus SARS-CoV-2 apareciera en nuestras vidas, 
el legislador incluyó expresamente el trabajo a distancia como una modalidad de 
adaptación de la jornada para facilitar la conciliación de la vida personal, familiar 
y profesional. En efecto, el Real Decreto-ley 6/2019, de 1 de marzo, de medidas 
urgentes para garantía de la igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y 
hombres en el empleo y la ocupación, con ocasión de la reforma que operó en el 
art. 34.8 TRLET, precisó que el trabajo a distancia era una forma de prestación de 
servicios que podía solicitarse como adaptación de la jornada:

8. Las personas trabajadoras tienen derecho a solicitar las adaptaciones de la 
duración y distribución de la jornada de trabajo, en la ordenación del tiempo de 
trabajo y en la forma de prestación, incluida la prestación de su trabajo a distan-
cia, para hacer efectivo su derecho a la conciliación de la vida familiar y laboral. 
Dichas adaptaciones deberán ser razonables y proporcionadas en relación con 

3	� Xavier Thibault Aranda, “Toda crisis trae una oportunidad: el trabajo a distancia”, Trabajo y Derecho, 
Nº 12, LA LEY 13555/2020.
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o productivas de la empresa. (...).

Esta reforma vino a anticiparse en cierta medida a la Directiva (UE) 2019/1158 del 
Parlamento Europeo y del Consejo de 20 de junio de 2019, relativa a la concilia-
ción de la vida familiar y la vida profesional de los progenitores y los cuidadores, 
que tiene por objeto establecer derechos individuales relacionados, entre otros, 
con fórmulas de trabajo flexible para los trabajadores que sean progenitores o 
cuidadores (art. 1). En este sentido, el art. 3 de la Directiva entiende por “fórmu-
las de trabajo flexible”, la posibilidad de los trabajadores de adaptar sus modelos 
de trabajo acogiéndose a fórmulas de trabajo a distancia, calendarios laborales 
flexibles o reducción de las horas de trabajo. No obstante, ha de indicarse que el 
plazo para la transposición de la Directiva aún no ha finalizado, extremo que ten-
drá lugar el 2 de agosto de 2022.

De otro lado, debe advertirse que el acceso al trabajo a distancia como medida 
conciliatoria es una de las excepciones al carácter voluntario del trabajo a distan-
cia (el art. 5 LTD señala que “el trabajo a distancia será voluntario para la persona 
trabajadora y para la empleadora y requerirá la firma del acuerdo de trabajo a dis-
tancia regulado en esta Ley, que podrá formar parte del contrato inicial o realizarse 
en un momento posterior, sin que pueda ser impuesto en aplicación del artículo 
41 del Estatuto de los Trabajadores, todo ello sin perjuicio del derecho al trabajo a 
distancia que pueda reconocer la legislación o la negociación colectiva”), pues el 
trabajador, al que la empresa ha denegado el teletrabajo, podría reclamar judicial-
mente tal modalidad de trabajo como adaptación de la jornada del art. 34.8 TRLET 
o como medida del plan MECUIDA.

IV. CONFLICTIVIDAD JUDICIAL 

Como medida de conciliación, la mayor parte de los pleitos que se han formulado 
al amparo del derecho a la adaptación de la jornada se han centrado en torno a 
si el trabajo es necesariamente presencial o si admite la modalidad del trabajo a 
distancia, lo que generalmente será una cuestión de índole casuístico. 

La carga de la prueba sobre la imposibilidad de realizar la prestación a distancia 
corresponderá a la empresa, conforme a la línea jurisprudencia que exige a aqué-
lla acreditar las dificultades que impiden adoptar las medidas de conciliación, dada 
la dimensión constitucional de estas. En este sentido se pronunció la STSJ de 
Galicia de 05 de febrero de 2020, recurso 3191/2020, que reconoció el derecho al 
teletrabajo a la directora de una residencia y señaló que corresponde a la empresa 
la carga de probar la imposibilidad del teletrabajo.

También ha sido frecuente la invocación del principio de igualdad para acceder al 
trabajo a distancia. En este sentido, es interesante la STSJ de Aragón de 17 de 
noviembre de 2020, recurso 496/2020, que apreció la existencia de una vulnera-
ción del derecho a la igualdad de una trabajadora a la que se denegó el derecho 
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solicitud aduciendo que la trabajadora no podía usar su propio ordenador por pri-
vacidad y no tenía medios económicos para comprar un portátil. La sentencia re-
chazó tales razones y dio por probado tanto que esta podía organizar la actividad 
comercial de la demandante mediante el trabajo a distancia, tal como hizo con las 
otras dos trabajadoras de análoga actividad y similares circunstancias personales, 
como que no carecía de posibilidades económicas, dado el coste de la inversión 
(unos 500 euros) y el hecho de que dos meses después adquirió con similar fin 
otro ordenador portátil.

De las enormes posibilidades conciliatorias que puede llegar a proporcionar el 
teletrabajo es paradigmática la STSJ de Galicia de 08 de junio de 2021, recur-
so 2070/2021, donde una trabajadora se opuso a una modificación sustancial de 
las condiciones de trabajo que implicaba un cambio de residencia, alegando que 
puede teletrabajar. El caso enjuiciado abordaba un supuesto en que la empresa, 
tras centralizar su actividad administrativa en su sede del polígono de Pocomaco 
(A Coruña) y careciendo en la provincia de Lugo de personal de la categoría de 
auxiliar administrativo, entendió que la única posibilidad de ofrecer a la actora (au-
xiliar administrativo) ocupación efectiva en tareas de su categoría era mediante su 
traslado a dicha sede. 

La Sala entendió que estábamos ante un caso improcedente de modificación sus-
tancial de las condiciones de trabajo, razonando que, teniendo en cuenta la ca-
tegoría profesional de la demandante, que es auxiliar administrativa y que realiza 
las tareas propiamente dichas de administrativo, como elaborar facturas, recibos, 
cartas, archivar, recibir y editar mails y notificaciones etc., y el hecho constatado 
de que existe un protocolo de teletrabajo, no parecía justificada la decisión de 
la empleadora del traslado de la demandante para que acudiera a prestar sus 
servicios en el polígono de Pocomaco de A Coruña, cuando puede realizar sus 
funciones desde Mondoñedo a través de los modernos medios de comunicación 
existentes actualmente, como internet y otros. 

V. �RIESGOS DEL TRABAJO A DISTANCIA DESDE LA 
PERSPECTIVA DE LA CONCILIACIÓN

1. Riesgos psicosociales 

La utilización del trabajo a distancia, aun cuando entraña indudables ventajas para 
conciliar la vida personal, familiar y profesional, también conlleva algunos riesgos 
que no deben obviarse.

En efecto, el trabajo a distancia puede propiciar un “desdibujamiento de límites”, 
es decir, la superposición entre el ámbito privado y la vida personal del trabaja-
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complica la separación entre vida familiar y trabajo y provoca un aumento en los 
conflictos domésticos motivados por el trabajo4, mayor estrés y aumento de las 
jornadas de trabajo (riesgos psicosociales).

De estos riesgos es consciente el Manual de buenas prácticas en teletrabajo de 
la OIT, hasta el punto de que considera que una de las condiciones que han de 
darse para que se incrementa la probabilidad de éxito del teletrabajo es que, pre-
viamente al establecimiento del sistema de teletrabajo, el teletrabajador sea capaz 
de armonizar su vida familiar y laboral (punto 6.4.3 del Manual).

Distintas herramientas pueden paliar estos inconvenientes. El primero de ellos es 
el derecho a la adaptación de la jornada, pues como ya se ha avanzado, no debe 
confundirse conciliación con teletrabajo, de manera que las personas que trabajan 
a distancia también ostentan dicho derecho. Es decir, la adaptación de la jornada 
no solo es una vía más de acceso al trabajo a distancia sino un derecho que de-
tentan las personas que trabajan a distancia a fin de que no interfiera el trabajo 
con la vida personal y familiar. Recordemos, en este sentido, que el art. 4.5 LTD 
reconoce a las personas que trabajen a distancia el principio de igualdad y, por 
ende, el derecho a la adaptación de la jornada:

Las personas que realizan trabajo a distancia tienen los mismos derechos que 
las personas trabajadoras presenciales en materia de conciliación y corres-
ponsabilidad, incluyendo el derecho de adaptación a la jornada establecido en 
el artículo 34.8 del Estatuto de los Trabajadores, a fin de que no interfiera el 
trabajo con la vida personal y familiar.

Esta precisión del legislador “a fin de que no interfiera el trabajo con la vida perso-
nal y familiar” es importante, pues podría pensarse que la particular situación del 
trabajador a distancia le permite per se el cuidado de sus familiares y que, por lo 
tanto, al diferir sus circunstancias de las propias de los trabajadores presenciales, 
puede ser tratado también de forma distinta en este punto. Pues bien, la Ley des-
peja cualquier duda exigiendo el mismo trato a estos trabajadores en materia de 
adaptación horaria, aunque sus circunstancias sean distintas5.

Un segundo instrumento para atenuar los riesgos psicosociales apuntados es el pac-
to de una flexibilidad horaria, de tal forma que la persona trabajadora pudiera organi-

4	  �Livina A. Fernández Nieto, “El teletrabajo: de actor secundario a protagonista en el escenario del 
COVID-19”, LA LEY nº 9708, 02 de octubre de 2020.

5	  �Jesús Rodríguez Hernández, “Pequeño resumen acerca de la normativa de trabajo a distancia”. 
Diario La Ley, Nº 9783, 3 de febrero de 2021.
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tado con una adecuada efectividad del derecho a la desconexión digital, para evitar 
que esa flexibilidad acabe traduciéndose en jornadas excesivamente prolongadas6.

El art. 13 LTD facilita este instrumento de flexibilidad:

Artículo 13. Derecho al horario flexible en los términos del acuerdo.
De conformidad con los términos establecidos en el acuerdo de trabajo a dis-
tancia y la negociación colectiva, respetando los tiempos de disponibilidad obli-
gatoria y la normativa sobre tiempo de trabajo y descanso, la persona que de-
sarrolla trabajo a distancia podrá flexibilizar el horario de prestación de servicios 
establecido.

Por ejemplo, es perfectamente posible pactar un horario mínimo dentro de la jorna-
da durante las cuales el teletrabajador deberá atender obligatoriamente sus tareas, 
de manera que durante ese período de tiempo deberá estar obligatoriamente co-
nectado y trabajando, pudiendo distribuir el resto a lo largo del día según sus intere-
ses; o se podrán establecer períodos obligatorios de presencia en el centro de tra-
bajo (respetando la exigencia de que sea trabajo a distancia de “carácter regular”).

2. Perpetuación de los roles de género

Otro de los riesgos que acapara el teletrabajo como medida de conciliación es la 
perpetuación de los roles de género, lo que ya es una realidad en otras institucio-
nes favorecedoras de la conciliación, como las reducciones de jornada, exceden-
cias por cuidado de hijos o las prestaciones de maternidad.

Siguiendo el estudio realizado por Susana Romero Pedraz y José Varela Ferrio 
(“Teletrabajo y corresponsabilidad”, Servicio de Estudios de UGT, 24 de septiem-
bre de 2021), resulta que el equilibrio de género en el teletrabajo, en la UE 28 de 
antes de la pandemia, era equitativo (fuente de Eurostat): las diferencias no supe-
raban los 5 puntos porcentuales en ningún país europeo; el que más se acercaba 
era Finlandia, con un 4,6% de hombres que teletrabajaban más que las mujeres; 
18 de los Estados Miembros podrían considerarse en paridad absoluta (diferen-
cial menor a un 2%); en 15 de ellos el número de hombres que teletrabajaban era 
superior al de mujeres; y España se encontraba en este grupo de países donde el 
número de teletrabajadores varones es superior: 8,8% de hombres por un 7,8% 
de mujeres en 2019. “Parece comprobarse por tanto que, en función de los datos 
europeos, nacionales y de empresa, el teletrabajo presenta un sesgo de género 
mucho menor que otras alternativas, de manera que parece evidente que el tele-
trabajo presenta un gran potencial como herramienta de conciliación corresponsa-

6	  Vanesa Cordero Gordillo, “Trabajo a distancia y conciliación familiar y laboral”, IusLabor 2/2021.
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por hombres”7.

Sin embargo, los datos de la EPA (periodo 2T 2020 a 3T 2021) reflejan que la adop-
ción del teletrabajo es superior entre las mujeres. Esta diferencia es mayor en el 
teletrabajo regular (más de la mitad de los días), siendo la mayor distancia la que 
se produjo en el segundo trimestre de 2020 en el que el porcentaje para las mujeres 
está más de 4,5 puntos por encima que el de los hombres. En los demás trimestres 
las mujeres están entre uno o dos puntos porcentuales por encima, salvo en el ter-
cer trimestre de 2021 donde la diferencia es de 0,6 puntos más que los hombres, 
si bien también es menor el porcentaje de teletrabajo de ambos sexos (8%).

En cuanto al trabajo desde el domicilio de manera ocasional, la prevalencia ha 
sido también mayor entre las mujeres (excepto el segundo y tercer trimestre de 
2020), si bien en el tercer trimestre de 2021 el porcentaje fue el mismo para ambos 
sexos (4,7%).

De estos datos puede colegirse que el trabajo a distancia es mayor entre las muje-
res a medida que los porcentajes generales de teletrabajo ascienden (antes de la 
pandemia, cuando la prevalencia del teletrabajo era mayor entre los hombres, solo 
el 4,8% de los trabajadores teletrabajaban normalmente, mientras que durante la 
misma, cuando la preeminencia es femenina, los porcentajes de teletrabajo han 
oscilado entre un 16,2% y 8%) y, en todo caso, cuando el teletrabajo es habitual. 

Con tales datos, el riesgo de perpetuación de los roles de género, aun cuando 
menor que en otras instituciones, existe.

El legislador es consciente de este peligro en diversos textos. Así, de un lado, el 
art. 6.1 (Plan MECUIDA) del Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas 
urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del CO-
VID-19, ya advierte que el derecho que reconoce tiene como presupuesto el repar-
to corresponsable de las obligaciones de cuidado y la evitación de la perpetuación 
de roles de género:

El derecho previsto en este artículo es un derecho individual de cada uno 
de los progenitores o cuidadores, que debe tener como presupuesto el re-
parto corresponsable de las obligaciones de cuidado y la evitación de la 
perpetuación de roles, debiendo ser justificado, razonable y proporcionado 
en relación con la situación de la empresa, particularmente en caso de que 
sean varias las personas trabajadoras que acceden al mismo en la misma 
empresa.

7	  �Susana Romero Pedraz y José Varela Ferrio, “Teletrabajo y corresponsabilidad”, Servicio de Estu-
dios de UGT, 24 de septiembre de 2021.
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Asimismo, el art. 8.3 LTD contiene un mandato para que los convenios o acuerdos 
colectivos, destinados a regular materias con trascendencia en el sesgo de géne-
ro (como el paso del trabajo presencial a distancia o viceversa, o las preferencias 
vinculadas a determinadas circunstancias) eviten la perpetuación de roles y este-
reotipos de género y fomenten corresponsabilidad entre mujeres y hombres:

Los convenios o acuerdos colectivos podrán establecer los mecanismos 
y criterios por los que la persona que desarrolla trabajo presencial puede 
pasar a trabajo a distancia o viceversa, así como preferencias vinculadas 
a determinadas circunstancias, como las relacionadas con la formación, la 
promoción y estabilidad en el empleo de personas con diversidad funcional 
o con riesgos específicos, la existencia de pluriempleo o pluriactividad o la 
concurrencia de determinadas circunstancias personales o familiares, así 
como la ordenación de las prioridades establecidas en la presente Ley.

En el diseño de estos mecanismos se deberá evitar la perpetuación de ro-
les y estereotipos de género y se deberá tener en cuenta el fomento de la 
corresponsabilidad entre mujeres y hombres, debiendo ser objeto de diag-
nóstico y tratamiento por parte del plan de igualdad que, en su caso, corres-
ponda aplicar en la empresa.

Como se observa, este precepto resulta también trascendente en materia de for-
mación y promoción profesional, donde el riesgo de perpetuación de roles de gé-
nero pueda hacer especial mella, pues diversos estudios concluyen que se van 
a dar los mayores ascensos a quienes acudan presencialmente a la oficina, cir-
cunstancia que genera a su vez un cierto temor al teletrabajo según las diferentes 
encuestas realizadas.

De ahí que el art. 10 LTD (promoción profesional) deje claro que “las personas que 
trabajan a distancia tendrán derecho, en los mismos términos que las que prestan 
servicios de forma presencial, a la promoción profesional” e imponga un deber a la 
empresa de informar a las personas que trabajen a distancia “de manera expresa y 
por escrito, de las posibilidades de ascenso que se produzcan, ya se trate de pues-
tos de desarrollo presencial o a distancia”8. Y el art. 9 LTD, en la misma línea, dis-
pone que “las empresas deberán adoptar las medidas necesarias para garantizar 
la participación efectiva en las acciones formativas de las personas que trabajan a 
distancia, en términos equivalentes a las de las personas que prestan servicios en 
el centro de trabajo de la empresa, debiendo atender el desarrollo de estas accio-
nes, en lo posible, a las características de su prestación de servicios a distancia”.

8	� En relación a la obligación de información contenida en dicho precepto, ha de advertirse que el art. 
6.5 LISOS tipifica como infracción leve el no informar a los trabajadores a distancia sobre las vacan-
tes existentes en la empresa.
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año 2001 que el “desarrollo de las tecnologías de la información y la comunicación 
brinda un gran número de nuevas oportunidades para las mujeres. Sin embargo, 
salvo que estas posibilidades se vean respaldadas por la formulación deliberada de 
políticas capaces de garantizar la participación, la asunción de responsabilidades, 
la educación y la formación en materia de TIC destinada a mujeres, así como las 
políticas de apoyo a las familias en los lugares de trabajo en los que se desarrolla 
la economía de la información, los viejos sesgos vinculados al género persistirán”9.

VI. CONCLUSIONES

El negociador colectivo tiene un papel protagonista en la LTD pues son abundan-
tes las llamadas a los convenios en las diferentes áreas que regula y, como colo-
fón, la disposición adicional primera contempla, a modo de cajón de sastre y cierre 
de la intervención convencional, una remisión a la negociación colectiva para la 
regulación de ciertas materias. 

En consecuencia, el convenio colectivo se va a erigir en el centro de atención de 
cara a una regulación flexible de la jornada que ataje los riesgos psicosociales, 
así como para articular mecanismos que eviten la perpetuación de los roles de 
género.  

En definitiva, habrá que estar atentos para que el trabajo a distancia como medida 
de conciliación no termine empeorando las condiciones laborales de las personas 
teletrabajadoras ni convirtiéndose en otra institución cargada de un intenso sesgo 
de género como ya ocurre con otras vinculadas al cuidado de menores y familiares.

9	  Manual de buenas prácticas en teletrabajo.
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LEGISLACIÓN 
ESTATAL
EUROPEA
AUTONÓMICA

LEGISLACIÓN 
ESTATAL
EUROPEA
AUTONÓMICA

ESTATAL

Ley Orgánica 3/2022, de 31 de marzo, de ordenación e integración de la Forma-
ción Profesional. Ir a texto

Ley 6/2022, de 31 de marzo, de modificación del Texto Refundido de la Ley Ge-
neral de derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, para 
establecer y regular la accesibilidad cognitiva y sus condiciones de exigencia y 
aplicación. Ir a texto

Corrección de errores de la Ley 19/2021, de 20 de diciembre, por la que se esta-
blece el ingreso mínimo vital. Ir a texto

https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-5139
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-5140
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-6830
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Corrección de errores de la Ley Orgánica 2/2022, de 21 de marzo, de mejora de la 
protección de las personas huérfanas víctimas de la violencia de género.
 Ir a texto

Corrección de errores de la Ley 21/2021, de 28 de diciembre, de garantía del poder 
adquisitivo de las pensiones y de otras medidas de refuerzo de la sostenibilidad 
financiera y social del sistema público de pensiones. Ir a texto

Real Decreto 286/2022, de 19 de abril, por el que se modifica la obligatoriedad del 
uso de mascarillas durante la situación de crisis sanitaria ocasionada por la CO-
VID-19. Ir a texto

Real Decreto 297/2022, de 26 de abril, por el que se modifica el Real Decreto 
434/1988, de 6 de mayo, sobre reestructuración de la Casa de Su Majestad el Rey. 
Ir a texto

Orden PCM/250/2022, de 31 de marzo, por la que se publica el Acuerdo del Con-
sejo de Ministros de 29 de marzo de 2022, por el que se declara la activación del 
Mecanismo RED de Flexibilidad y Estabilización del Empleo, de conformidad con 
el artículo 47 bis del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, para el sector 
de las agencias de viaje. Ir a texto

Resolución de 23 de marzo de 2022, de la Intervención General de la Seguridad 
Social, por la que se modifica la de 3 de julio de 2014, por la que se aprueba la 
Instrucción de contabilidad para las entidades que integran el Sistema de la Segu-
ridad Social. Ir a texto

Resolución de 7 de abril de 2022, del Congreso de los Diputados, por la que se 
ordena la publicación del Acuerdo de convalidación del Real Decreto-ley 5/2022, 
de 22 de marzo, por el que se adapta el régimen de la relación laboral de carácter 
especial de las personas dedicadas a las actividades artísticas, así como a las 
actividades técnicas y auxiliares necesarias para su desarrollo, y se mejoran las 
condiciones laborales del sector.  Ir a texto

Resolución de 25 de abril de 2022, de la Secretaría General Técnica, por la que se 
publica el III Convenio entre el Organismo Autónomo Organismo Estatal Inspec-
ción de Trabajo y Seguridad Social y la Comunidad Autónoma de las Illes Balears, 
de lucha contra el trabajo no declarado, el empleo irregular, fraude a la Seguridad 
Social y en materia de formación profesional para el empleo. Ir a texto

Acuerdo de 17 de marzo de 2022, de la Comisión Permanente del Consejo Gene-
ral del Poder Judicial, por el que se publica el Acuerdo de la Sala de Gobierno del 
Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, relativo a la aprobación de las normas 
de reparto de asuntos, constitución y funcionamiento de las distintas salas del Tri-
bunal Superior de Justicia de Cataluña para el año 2022. Ir a texto
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https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-6497
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-6498
https://nam12.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.boe.es%2Fboe%2Fdias%2F2022%2F04%2F20%2Fpdfs%2FBOE-A-2022-6449.pdf&data=05%7C01%7C%7Cd7ef6cdfe6474beb223d08da22afd82c%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637860436069414007%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=r6tDTceWMVUYphvsAZYmEtAPBIlXxMkEpBZdcc1GBvw%3D&reserved=0
https://nam12.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.boe.es%2Fboe%2Fdias%2F2022%2F04%2F27%2Fpdfs%2FBOE-A-2022-6765.pdf&data=05%7C01%7C%7Ca307a5420979470a1a9008da282671d5%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637866443104714431%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=oJfevi8BjLSZ4TTu8IS78%2B6s0xx7pB5FXbXjYkkeBzE%3D&reserved=0
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-5143
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-5460
https://www.boe.es/boe/dias/2022/04/09/pdfs/BOE-A-2022-5810.pdf
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-6882
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-5914
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UNIÓN EUROPEA
REGLAMENTO (UE) 2022/555 DEL CONSEJO de 5 de abril de 2022 por el que 
se modifica el Reglamento (CE) n.o 168/2007 por el que se crea una Agencia de 
los Derechos Fundamentales de la Unión Europea. Ir a texto

Directiva (UE) 2022/542 del Consejo, de 5 de abril de 2022, por la que se modi-
fican las Directivas 2006/112/CE y (UE) 2020/285 en lo que respecta a los tipos 
del impuesto sobre el valor añadido. Ir a texto

Decisión (UE) 2022/589 de la Comisión, de 6 de abril de 2022, por la que se es-
tablecen la composición y las disposiciones operativas para la creación del Grupo 
de Coordinación de la Comisión sobre Pobreza Energética y Consumidores Vul-
nerables. Ir a texto

AUTONÓMICA

Andalucía
Extracto de la convocatoria para la concesión de subvenciones para el Progra-
ma Investigo regulado en el Capítulo II del Título I del Decreto-ley 27/2021, de 
14 de diciembre, por el que se aprueban con carácter urgente medidas de em-
pleo en el marco del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia para 
Andalucía. Ir a texto

Corrección de errores de la Resolución de 14 de diciembre de 2021, de la Direc-
ción General de Trabajo y Bienestar Laboral, por la que se publica la relación de 
fiestas locales de los municipios de la Comunidad Autónoma de Andalucía para 
2022.  Ir a texto

Aragón
LEY 1/2022, de 7 de abril, por la que se modifica la Ley 16/2018, de 4 de diciem-
bre, de la actividad física y el deporte de Aragón. Ir a texto

DECRETO LEGISLATIVO 1/2022, de 6 de abril, del Gobierno de Aragón, por el 
que se aprueba el texto refundido de la Ley del Presidente o Presidenta y del Go-
bierno de Aragón. Ir a texto

Castilla y León
DECRETO 3/2022, de 27 de abril, del Presidente de la Junta de Castilla y León, 
por el que se crean y regulan las Viceconsejerías. Ir a texto
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https://nam12.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Feur-lex.europa.eu%2Flegal-content%2FES%2FTXT%2FPDF%2F%3Furi%3DOJ%3AL%3A2022%3A108%3AFULL%26from%3DEN&data=04%7C01%7C%7C62bfd33306b0428daec408da185f08a7%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637849093839930172%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000&sdata=c8DKBr%2FXzcH%2FAoURTB7zMDFutKcs9r4QAHfSW4o55zE%3D&reserved=0
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/AUTO/?uri=uriserv:OJ.L_.2022.107.01.0001.01.SPA&toc=OJ:L:2022:107:TOC
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/AUTO/?uri=uriserv:OJ.L_.2022.112.01.0067.01.SPA&toc=OJ:L:2022:112:TOC
https://www.juntadeandalucia.es/boja/2022/66/1
https://www.juntadeandalucia.es/boja/2022/64/34
http://www.boa.aragon.es/cgi-bin/EBOA/BRSCGI?CMD=VERDOC&BASE=BOLE&PIECE=BOLE&DOCS=1-40&DOCR=1&SEC=FIRMA&RNG=200&SEPARADOR=&SECC-C=&PUBL-C=&PUBL=20220419&@PUBL-E=
https://nam12.safelinks.protection.outlook.com/?url=http%3A%2F%2Fwww.boa.aragon.es%2Fcgi-bin%2FEBOA%2FBRSCGI%3FCMD%3DVEROBJ%26MLKOB%3D1216453223737%26type%3Dpdf&data=05%7C01%7C%7Cd7ef6cdfe6474beb223d08da22afd82c%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637860436069414007%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=hFhi%2FJgGtexoU%2F3%2FqsSd%2BT8yjtwmFmlr1ftaC5SR59I%3D&reserved=0
https://bocyl.jcyl.es/html/2022/04/28/html/BOCYL-D-28042022-1.do
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Catalunya
Ley 3/2022, de 6 de abril, de modificación de la Ley 2/2009, del Consejo de Garan-
tías Estatutarias. Ir a texto

Ley 4/2022, de 6 de abril, de modificación de la Ley 24/2009, del Síndic de Greu-
ges. Ir a texto

Ley 5/2022, de 6 de abril, de modificación de la Ley 14/2008, de la Oficina Antifrau-
de de Cataluña. Ir a texto

Corrección de erratas de la Ley 2/2021, de 29 de diciembre, de medidas fiscales, 
financieras, administrativas y del sector público. Ir a texto

ACORD GOV/80/2022, de 19 d’abril, pel qual s’aprova la pròrroga del Pla integral 
del poble gitano a Catalunya 2017-2020, per al període 2021-2022. Ir a texto

Extremadura
Ley 3/2022, de 17 de marzo, de medidas ante el reto demográfico y territorial de 
Extremadura. Ir a texto

Decreto-ley 1/2022, de 2 de marzo, de medidas urgentes de mejora de la calidad 
en la contratación pública para la reactivación económica. Ir a texto

La Rioja 
Ley 5/2022, de 25 de abril, para la recuperación de la memoria democrática en La 
Rioja. Ir a texto

Decreto 14/2022, de 13 de abril, por el que se regula el procedimiento para el 
ejercicio del derecho de acceso a la información pública en la Administración de la 
Comunidad Autónoma de La Rioja. Ir a texto

Madrid
Ley 1/2022, de 10 de febrero, Maestra de Libertad de Elección Educativa de la 
Comunidad de Madrid. Ir a texto

Resolución de 22 de marzo de 2022, de la Dirección General de Trabajo, por la que 
se modifica parcialmente la Resolución de 9 de diciembre de 2021, de la Dirección 
General de Trabajo, por la que se declaran las fiestas laborales de ámbito local en 
la Comunidad de Madrid para el año 2022. Ir a texto
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https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-6399
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-6400
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-6401
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-6905
https://dogc.gencat.cat/ca/document-del-dogc/?documentId=925820
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-5853
https://nam12.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.boe.es%2Fboe%2Fdias%2F2022%2F04%2F20%2Fpdfs%2FBOE-A-2022-6453.pdf&data=05%7C01%7C%7Cd7ef6cdfe6474beb223d08da22afd82c%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637860436069414007%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=tfets3OmuneqpUbtlZowyDEfdjtk9xVvSXBFwjVYyPo%3D&reserved=0
https://nam12.safelinks.protection.outlook.com/?url=http%3A%2F%2Fias1.larioja.org%2Fboletin%2FBor_Boletin_visor_Servlet%3Freferencia%3D20578213-1-PDF-545690&data=05%7C01%7C%7Ca307a5420979470a1a9008da282671d5%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637866443104870651%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=PefR0GEqxL5f%2Bl6P2wZ3zUJ2j8IiKcyv5Xp1qYAPjfE%3D&reserved=0
https://nam12.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.xunta.gal%2Fdog%2FPublicados%2F2022%2F20220420%2FAnuncioG0599-120422-0001_gl.pdf&data=05%7C01%7C%7Cd7ef6cdfe6474beb223d08da22afd82c%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637860436069414007%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=IV3BfJsSbn53n4Ud1mYDLy%2Bf6kC4M4%2BQJwN%2BjholVE4%3D&reserved=0
https://nam12.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.boe.es%2Fboe%2Fdias%2F2022%2F04%2F27%2Fpdfs%2FBOE-A-2022-6768.pdf&data=05%7C01%7C%7Ca307a5420979470a1a9008da282671d5%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637866443104870651%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=kcJhTvIeXuRhslumtTCL18fPCw9LYKxcMUqsTZ2jdeM%3D&reserved=0
https://www.bocm.es/boletin-completo/bocm-20220331/77/i.-comunidad-de-madrid/c%29-otras-disposiciones/consejer%C3%ADa-de-econom%C3%ADa%2C-hacienda-y-empleo
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Murcia
Resolución del Director del Instituto Murciano de Acción Social por la que se esta-
blecen las condiciones para prorrogar la declaración de discapacidad y la tarjeta 
acreditativa de tal condición, cuya vigencia temporal venza con anterioridad al 31 
de diciembre de 2023. Ir a texto

Navarra
Ley Foral 4/2022, de 22 de marzo, de Cambio Climático y Transición Energética. 
Ir a texto

LEY FORAL 5/2022, de 22 de marzo, por la que se modifica la Ley Foral 6/1990, 
de 2 de julio, de la Administración Local de Navarra.  Ir a texto

LEY FORAL 6/2022, de 22 de marzo, de modificación de la Ley Foral 2/1995, de 
10 de marzo, de Haciendas Locales de Navarra.  Ir a texto

Ley Foral 7/2022, de 22 de marzo, por la que se establece la distribución y reparto 
del fondo de participación de las entidades locales en los tributos de Navarra por 
transferencias corrientes. Ir a texto
 
Ley Foral 8/2022, de 22 de marzo, reguladora del Plan de Inversiones Locales. 
Ir a texto

LEY FORAL 9/2022, de 22 de marzo, para la modificación de los artículos 3 y 4 de 
Ley Foral 5/2019, de 7 de febrero, para la acreditación de las familias monoparen-
tales en la Comunidad Foral de Navarra. Ir a texto

Euskadi
DECRETO 40/2022, de 29 de marzo, de segunda modificación del Decreto por el 
que se establece la estructura orgánica y funcional del Departamento de Igualdad, 
Justicia y Políticas Sociales. Ir a texto

ACUERDO de 31 de marzo de 2022, del Consejo de Gobierno de la Universidad 
del País Vasco / Euskal Herriko Unibertsitatea, mediante el que se aprueba el re-
glamento para la contratación de personal investigador, con financiación externa, 
por parte de la UPV/EHU. Ir a texto

Valencia 
LEY 1/2022, de 13 de abril, de la Generalitat, de Transparencia y Buen Gobierno 
de la Comunitat Valenciana. Ir a texto
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https://www.borm.es/services/anuncio/ano/2022/numero/1634/pdf?id=800949
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-6402
https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2022/66/1
https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2022/66/2
https://nam12.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.boe.es%2Fboe%2Fdias%2F2022%2F04%2F20%2Fpdfs%2FBOE-A-2022-6450.pdf&data=05%7C01%7C%7Cd7ef6cdfe6474beb223d08da22afd82c%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637860436069414007%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=S3OxPQarpWEBem8gzUVgOTvIufLlDFOLBJ3NqleP%2BJ8%3D&reserved=0
https://nam12.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.boe.es%2Fboe%2Fdias%2F2022%2F04%2F20%2Fpdfs%2FBOE-A-2022-6451.pdf&data=05%7C01%7C%7Cd7ef6cdfe6474beb223d08da22afd82c%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637860436069414007%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=vgXgf58o0Dj19TMH4wcaoxUx1N0goV10IxiegHr9r94%3D&reserved=0
https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2022/66/5
https://www.euskadi.eus/y22-bopv/es/bopv2/datos/2022/04/2201716a.shtml
https://nam12.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.euskadi.eus%2Fy22-bopv%2Fes%2Fbopv2%2Fdatos%2F2022%2F04%2F2201795a.shtml&data=05%7C01%7C%7Ca307a5420979470a1a9008da282671d5%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637866443104870651%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=2ZcWIo6ZtoEMeSQphtCjiRtFGOWQKnszL1K%2F09T%2BHI8%3D&reserved=0
https://dogv.gva.es/va/resultat-dogv?signatura=2022/3407&L=1
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ESTATAL
Resolución de 19 de marzo de 2021, de la Dirección General de Trabajo, por la que 
se registra y publica el IV Convenio colectivo del Grupo Rodilla. Ir a texto

Resolución de 17 de marzo de 2022, de la Dirección General de Trabajo, por la que 
se registra y publica el Acuerdo de prórroga del IV Convenio colectivo de Iberdrola 
Inmobiliaria, SAU. Ir a texto

Resolución de 17 de marzo de 2022, de la Dirección General de Trabajo, por la 
que se registra y publica el II Convenio colectivo de Contratas Públicas del Norte, 
SLU. Ir a texto

Resolución de 17 de marzo de 2022, de la Dirección General de Trabajo, por la que 
se registra y publica el XXIII Convenio colectivo nacional de autoescuelas.
Ir a texto

Resolución de 17 de marzo de 2022, de la Dirección General de Trabajo, por la que 
se registra y publica el Acuerdo relativo a la aplicación del apartado 1 del artículo 
24 del Convenio colectivo del sector de grandes almacenes. Ir a texto

NEGOCIACIÓN 
COLECTIVA
ESTATAL
AUTONÓMICA
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https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-5430
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-5431
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-5432
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-5434
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-5435
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Resolución de 19 de marzo de 2022, de la Dirección General de Trabajo, por la 
que se registra y publica el Acuerdo de modificación del V Convenio colectivo de 
Retevisión I, SAU. Ir a texto

Resolución de 19 de marzo de 2022, de la Dirección General de Trabajo, por la que 
se registra y publica el Acuerdo parcial por el que se aprueba la tabla salarial defi-
nitiva para el año 2021 del Convenio colectivo de ámbito estatal para la fabricación 
de conservas vegetales. Ir a texto

Resolución de 19 de marzo de 2022, de la Dirección General de Trabajo, por la que 
se registra y publica la Sentencia de la Audiencia Nacional, relativa al IV Convenio 
colectivo general del sector de servicios de asistencia en tierra en aeropuertos. 
Ir a texto

Resolución de 17 de marzo de 2022, de la Dirección General de Trabajo, por la que 
se registran y publican las tablas salariales para el año 2022 del Convenio colecti-
vo estatal para las industrias de elaboración del arroz. Ir a texto

Resolución de 17 de marzo de 2022, de la Dirección General de Trabajo, por la 
que se registran y publican las tablas salariales para los años 2020 y 2021 del VI 
Convenio colectivo del grupo Generali España. Ir a texto

Resolución de 7 de marzo de 2022, de la Dirección General de Trabajo, por la que 
se registra y publica el Acta relativa a las tablas salariales de los centros de edu-
cación especial para los años 2020 y 2021 del XV Convenio colectivo general de 
centros y servicios de atención a personas con discapacidad. Ir a texto

Resolución de 28 de marzo de 2022, de la Dirección General de Trabajo, por la 
que se registra y publica el Acuerdo de modificación del Anexo 4 del XVI Convenio 
colectivo de la Organización Nacional de Ciegos Españoles (ONCE) y su personal. 
Ir a texto

Resolución de 28 de marzo de 2022, de la Dirección General de Trabajo, por la que 
se registra y publica el Acuerdo parcial por el que se aprueba el incremento salarial 
para 2022 del III Convenio colectivo estatal regulador de las relaciones laborales 
entre los productores de obras audiovisuales y los actores que prestan servicios 
en las mismas. Ir a texto

Resolución de 28 de marzo de 2022, de la Dirección General de Trabajo, por la que 
se registra y publica el IV Convenio colectivo de Supercor, SA. Ir a texto

Resolución de 28 de marzo de 2022, de la Dirección General de Trabajo, por la que 
se registra y publica la revisión salarial para el año 2022 del Convenio colectivo 
estatal de empresas de servicios auxiliares de información, recepción, control de 
accesos y comprobación de instalaciones. Ir a textoJU
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https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-5439
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-5440
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-5441
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-5436
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-5437
https://nam12.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.boe.es%2Fboe%2Fdias%2F2022%2F04%2F07%2Fpdfs%2FBOE-A-2022-5652.pdf&data=04%7C01%7C%7C62bfd33306b0428daec408da185f08a7%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637849093839930172%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000&sdata=xLjaBNWZsiZk8GKGe97%2BOzH%2ByrlyAyQJXK4JYBWwEbc%3D&reserved=0
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-5956
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-5957
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-5960
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-5961
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Resolución de 28 de marzo de 2022, de la Dirección General de Trabajo, por la 
que se registran y publican los Acuerdos de modificación del Convenio colectivo 
de pilotos de Easyjet Airline Company Limited, sucursal en España. Ir a texto

Resolución de 12 de abril de 2022, de la Dirección General de Trabajo, por la que 
se registra y publica el Convenio colectivo de British American Tobacco España, 
SA. Ir a texto

Resolución de 12 de abril de 2022, de la Dirección General de Trabajo, por la que 
se registra y publica el VII Convenio colectivo de Supermercados Grupo Eroski. 
Ir a texto

AUTONÓMICA
Asturias
Resolución de 16 de marzo de 2022, de la Consejería de Industria, Empleo y Pro-
moción Económica, por la que se ordena la inscripción de las tablas salariales co-
rrespondientes al año 2022 del Convenio colectivo de sector Oficinas y Despachos 
en el Registro de convenios colectivos, acuerdos colectivos de trabajo y planes de 
igualdad dependiente de la Dirección General de Empleo y Formación. Ir a texto

Cantabria
Convenio Colectivo Sectorial Autonómico de Limpieza de Edificios, Locales y[..] 
Ir a texto 

EDITORIAL CANTABRIA S.A. (EL DIARIO MONTAÑES)  Ir a texto 

Castilla y León
COMERCIO ALIMENTACION (Valladolid) 
Ir a texto 

Catalunya
Resolución de 22 de marzo de 2022, de la Dirección General de Trabajo, por la 
que se corrigen errores en la de 25 de noviembre de 2021, por la que se registra 
y publica el Acuerdo de actualización de las tablas salariales, correspondientes al 
año 2021, de la provincia de Barcelona del Convenio colectivo general del sector 
de la construcción. Ir a texto

Conveni col·lectiu de treball d’àmbit de Catalunya per als centres de desenvolupa-
ment infantil i atenció precoç  Ir a texto 

Empreses consignataris de vaixells, empreses estibadores, empreses transità[..] 
(Tarragona).  Ir a texto 
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https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-5962
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-6883
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-6885
https://sede.asturias.es/bopa-disposiciones?p_p_id=pa_sede_bopa_web_portlet_SedeBopaDispositionWeb&p_p_lifecycle=0&_pa_sede_bopa_web_portlet_SedeBopaDispositionWeb_mvcRenderCommandName=%2Fdisposition%2Fdetail&p_r_p_dispositionText=2022-02848&p_r_p_dispositionReference=2022-02848&p_r_p_dispositionDate=25%2F04%2F2022
https://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=370716
https://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=370721
https://nam12.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fbop.sede.diputaciondevalladolid.es%2Fboletines%2F2022%2Fabril%2F13%2FBOPVA-A-2022-01144.pdf&data=04%7C01%7C%7C41984cbb9fb14b72148308da210690fb%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637858609631793055%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000&sdata=UKEi2woJ93APdcldD3m3ctkrKeEuAKmtkU7Usqpng8I%3D&reserved=0
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-5442
https://nam12.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fdogc.gencat.cat%2Fca%2Fdocument-del-dogc%2F%3FdocumentId%3D924395&data=04%7C01%7C%7Cbb7e210b9d2e4285cf3c08da16c93512%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637847350806642788%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000&sdata=UbkA2CzrR3G9LIkwQsLJlPfoLYwVMQ2OSF%2BLLdLB%2BFI%3D&reserved=0
https://nam12.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.dipta.cat%2Febop%2Findex.php%3Fop%3Ddwn%26tipus%3Di%26data%3D20220413%26anyp%3D2022%26num%3D2708%26v%3Di&data=04%7C01%7C%7C41984cbb9fb14b72148308da210690fb%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637858609631793055%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000&sdata=mESyLHSqlfQd0rt1byPvXoCkSaVF%2BwXwCyg8orx3nys%3D&reserved=0
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Extremadura
Resolución de 4 de marzo de 2022, de la Dirección General de Trabajo, por la que 
se ordena la inscripción en el Registro de Convenios y Acuerdos Colectivos de 
Trabajo de la Comunidad Autónoma de Extremadura y se dispone la publicación 
del Acta de fecha 15 de noviembre de 2021, en la que se acuerda el calendario 
laboral para 2022 del Convenio Colectivo “Derivados del cemento, yesos y cales 
de la provincia de Badajoz.  Ir a texto

Resolución de 19 de abril de 2022, de la Dirección General de Trabajo, por la que 
se ordena la inscripción en el Registro de Convenios y Acuerdos Colectivos de 
Trabajo de la Comunidad Autónoma de Extremadura y se dispone la publicación 
del Acta, de 24 de febrero de 2022, suscrita por la Comisión Paritaria del Convenio 
Colectivo de derivados del cemento para la provincia de Cáceres 2013-2016, en la 
que se acordó el establecimiento de las tablas salariales definitivas de la anualidad 
2021 en el ámbito de aplicación del citado convenio. Ir a texto

Corrección de errores de la Resolución de 4 de marzo de 2022, de la Dirección Ge-
neral de Trabajo, por la que se ordena la inscripción en el Registro de Convenios 
y Acuerdos Colectivos de Trabajo de la Comunidad Autónoma de Extremadura y 
se dispone la publicación del Convenio Colectivo de la empresa Urbaser, SA, para 
los centros de trabajo Punto Limpio de Mérida y en las plantas de transferencia de 
Almendralejo, Montijo y Alcuéscar. Ir a texto

Navarra
RESOLUCIÓN 33C/2022, de 17 de febrero, de la directora general de Política de 
Empresa, Proyección Internacional y Trabajo, por la que se acuerda el registro, 
depósito y publicación en el Boletín Oficial de Navarra del Convenio Colectivo del 
Sector de obradores y fábricas de confitería, pastelería y repostería de Navarra. 
Ir a textoJU
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Encuentra todas nuestras revistas

http://doe.juntaex.es/pdfs/doe/2022/640o/22060958.pdf
http://doe.juntaex.es/pdfs/doe/2022/810o/22061261.pdf
https://nam12.safelinks.protection.outlook.com/?url=http%3A%2F%2Fdoe.juntaex.es%2Fpdfs%2Fdoe%2F2022%2F800o%2F22061244.pdf&data=05%7C01%7C%7Ca307a5420979470a1a9008da282671d5%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637866443104870651%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=rr9MYIiHjUtvVRhDpNtY%2FY2LvhoZaBYBjP05PmGALDk%3D&reserved=0
https://nam12.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fbon.navarra.es%2Fes%2Finicio&data=04%7C01%7C%7Cbb7e210b9d2e4285cf3c08da16c93512%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637847350806642788%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000&sdata=MguJCm7PqrHCoM9%2Baeqfxq%2FOzGXlNN%2BYI2sR%2FBAmEXI%3D&reserved=0
http://www.juecesdemocracia.es/publicaciones-comision-social-2/
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TRIBUNAL 
CONSTITUCIONAL

JURISPRUDENCIA

COMPETENCIAS PROTECCION SOCIAL 
STC 36/2022.  Ir a texto

Recurso de inconstitucionalidad 4814-2017. Interpuesto por el presidente 
del Gobierno en relación con la Ley del Parlamento de Cataluña 21/2017, 
de 20 de septiembre, de la Agencia Catalana de Protección Social. 

Competencias sobre Seguridad Social; estructuras de Estado: interpreta-
ción conforme con la Constitución de los preceptos legales autonómicos 
relativos a la función recaudatoria de la Agencia Catalana de Protección 
Social y a la consideración de los fondos allegados. 

TUTELA JUDICIAL EFECTIVA
STC 43/2022. Ir a texto

Recurso de amparo 296-2021. Promovido por doña Francisca Zafra Flo-
res en relación con el auto de un juzgado de primera instancia de Gra-
nada que estimó la impugnación del reconocimiento de su derecho a la 
asistencia jurídica gratuita en procedimiento de liquidación de sociedad 
de gananciales. 

Vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva (acceso al recurso 
legal) en relación con el derecho a la gratuidad de la justicia: denega-
ción del derecho a la asistencia jurídica gratuita al no haberse solicitado 
en primera instancia ni acreditado que las circunstancias económicas y 
condiciones necesarias para su obtención sobrevinieran posteriormente 
(STC 90/2015). 

https://nam12.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fhj.tribunalconstitucional.es%2FHJ%2Fes%2FResolucion%2FShow%2F27927&data=04%7C01%7C%7C826cdba5acd04a72b7b008da1490d3c9%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637844909690606649%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000&sdata=KqYI53TVpguky3d3br3Y%2BLgpntcr%2BvmsAL1tOW7A0DU%3D&reserved=0
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TRIBUNAL 
SUPREMO

JURISPRUDENCIA

CADUCIDAD

STS 10-3-2022.  Ir a texto  

Roj: STS 1010/2022 - ECLI:ES:TS:2022:1010  
Nº de Recurso: 289/2021 
Nº de Resolución: 220/2022  
Ponente: IGNACIO GARCIA-PERROTE 
ESCARTIN  

Resumen: Caducidad: Lo relevante es que 
la demanda se presente dentro del plazo le-
gal, aunque el intento de conciliación admi-
nistrativa sea posterior  

De conformidad con la STC 185/2013, el 
plazo de subsanación del artículo 81.3 
LRJS “es material, de manera que acoge no 
sólo la celebración misma del acto de con-
ciliación, sino incluso su intento acreditado 
mediante la presentación de la correspon-
diente papeleta ante el órgano de concilia-
ción y ello con independencia del momento 
en que el acto de conciliación se celebre, ya 
que esta circunstancia es ajena a la volun-
tad del demandante”, de manera que aquel 
plazo es hábil, no solo para acreditar que el 
acto de conciliación se celebró aunque no 
se haya acompañado a la demanda la certi-
ficación correspondiente, sino también para 
la realización en dicho plazo del acto omi-

tido o la rectificación del defectuosamente 
practicado.  

Como se puede advertir, en el presente 
caso no se debió interpretar que la acción 
de despido de la trabajadora estaba cadu-
cada. Tal interpretación no se adecúa a la 
doctrina sentada por la STS 22 de diciem-
bre de 2008 (rcud 2880/2007) y tampoco 
se ajusta a la doctrina constitucional (por 
todas, 185/2013, de 4 de noviembre) que 
ha examinado la cuestión planteada en el 
presente recurso desde la perspectiva del 
derecho fundamental a la tutela judicial 
efectiva.  

CARTA SOCIAL EUROPEA

STS 28-3-2022. Ir a texto 

Roj: STS 1354/2022 - ECLI:ES:TS:2022:1354  
Nº de Recurso: 471/2020 
Nº de Resolución: 268/2022  
Ponente: ANTONIO VICENTE SEMPERE 
NAVARRO  

Resumen: Carta Social Europea y su apli-
cación: el periodo de prueba anual del 
contrato de apoyo a emprendedores y el 
desistimiento empresarial acorde con esa 
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funcionalidad específica poseen naturaleza 
especial, siendo inaplicable la construcción 
común. En este caso debe observarse el 
plazo de preaviso contemplado en el artícu-
lo 53.1.c) ET por varias razones: analogía 
con el despido objetivo; concordancia con 
el plazo de preaviso “razonable” contempla-
do en la Carta Social Europea; cumplimien-
to de buena fe de los derechos y obligacio-
nes contractuales; ajenidad del contrato de 
trabajo.  
 
“ (...) NOVENO.- Incidencia de la Carta So-
cial Europea.  
Descartada la oposición del contrato de 
apoyo a emprendedores y de su periodo de 
prueba anual tanto a la Constitución cuanto 
al Derecho de la Unión Europea (como he-
mos expuesto), hemos de advertir que tam-
poco cabe hablar de oposición a la CSE por 
parte de ambas figuras. Lo único que está 
en juego, sin que ello minimice la enjundia 
de la cuestión, es si sería exigible un plazo 
de preaviso razonable cuando el empleador 
desiste del contrato en casos como el pre-
sente. 
1. La norma cuya infracción se denuncia.  
A) La Carta Social Europea (CSE) fue ra-
tificada por España el 6 de mayo de 1980, 
mediante Instrumento de 29 de abril (BOE 
26 junio 1980) y entró en vigor para nuestro 
país el 5 de junio de ese mismo año.  
La Parte II de la CSE contiene un rico con-
tenido de derechos laborales y sociales, 
introducidos por la regla general conforme 
a la cual “Las Partes Contratantes se com-
prometen a considerarse vinculadas, en la 
forma dispuesta en la parte III, por las obli-
gaciones establecidas en los artículos y pá-
rrafos siguientes”. Dentro de esa Parte II se 
encuentra el artículo 4o, sobre “derecho a 
una remuneración equitativa”; como una de 
sus manifestaciones, los Estados se com-
prometen “a reconocer el derecho de todos 
los trabajadores a un plazo razonable de 
preaviso en caso de terminación de la rela-

ción laboral” (apartado 4). El citado artículo 
cuarto finaliza disponiendo que “el ejerci-
cio de estos derechos deberá asegurarse 
mediante convenios colectivos libremente 
concluidos, por los medios legales de fija-
ción de salarios, o mediante cualquier otro 
procedimiento adecuado a las circunstan-
cias nacionales”. Asimismo, en el Anexo se 
advierte que el artículo 4.4 “se interpretará 
en el sentido de que no prohíbe un despido 
inmediato en caso de infracción grave”. La 
ratificación española a la CSE originaria no 
contiene reserva alguna sobre ese artículo. 
B) La Carta Social Europea (revisada) se 
abrió a la firma el 3 de mayo 1996 y entró 
en vigor el 1 de julio de 1999. España la 
firmó el 23 de octubre de 2000, pero la ne-
cesidad de adaptar algunos aspectos de la 
legislación española llevó a posponer su ra-
tificación hasta el 29 de abril de 2021 (BOE 
11 junio 2021). En BOE 8 de junio de 2021 
aparece asimismo el Instrumento Interna-
cional ratificando el Protocolo Adicional es-
tableciendo un sistema de reclamaciones 
colectivas. La CSE revisada y el Protocolo 
entraron en vigor el 1 de julio de 2021.  
En la Parte V de la CSE (revisada) se pres-
cribe que “Las disposiciones de la presente 
Carta no afectarán a las disposiciones de 
derecho interno ni a las de los tratados, 
convenios o acuerdos bilaterales o multila-
terales que estén vigentes o puedan entrar 
en vigor y conforme a los cuales se conce-
da un trato más favorable a las personas 
protegidas”.  
C) Las dos reseñadas cuestiones (sistema 
de reclamaciones colectivas; declaración 
de la Parte V) son inaplicables, por razones 
cronológicas a nuestro caso, dado que el 
desistimiento impugnado acaece el 30 de 
enero de 2019.  
Pero no debe olvidarse que tanto las pre-
visiones constitucionales ( art. 96) cuanto 
las reglas sobre la Ley 25/2014, de 27 de 
noviembre, de Tratados y otros Acuerdos 
Internacionales muestran que “Los tratados 
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internacionales serán de aplicación directa, 
a menos que de su texto se desprenda que 
dicha aplicación queda condicionada a la 
aprobación de las leyes o disposiciones re-
glamentarias pertinentes” (art. 30.1).  
D) Por otro lado, la jurisprudencia constitu-
cional viene entendiendo que cualquier juez 
ordinario puede desplazar la aplicación de 
una norma interna con rango de Ley para 
aplicar de modo preferente la disposición 
contenida en un tratado internacional, sin 
que de tal desplazamiento derive la expul-
sión de la norma interna del ordenamiento, 
como resulta obvio, sino su mera inaplica-
ción al caso concreto  . El análisis de con-
vencionalidad que tiene cabida en nuestro 
ordenamiento constitucional no es un juicio 
de validez de la norma interna o de consti-
tucionalidad mediata de la misma, sino un 
mero juicio de aplicabilidad de disposicio-
nes normativas; de selección de Derecho 
aplicable, que queda, en principio, extramu-
ros de las competencias del Tribunal Cons-
titucional [ SSTC 10/2019 (FJ 4o), 23/2019 
(FJ 2o), 35/2019 (FJ 2o), 36/2019 (FJ 2o), 
80/2019 (FJ 3o) y 87/2019].  
E) Puesto que el contenido de la CSE es 
muy heterogéneo, no es seguro que todo 
él posea la misma aplicabilidad directa en 
el ámbito de una relación de Derecho Pri-
vado como es el contrato de trabajo. Más 
bien creemos, incluso tras la vigencia de la 
versión revisada, solo a la vista de cada una 
de las prescripciones que alberga cabe una 
decisión sobre ese particular. En tal sentido, 
la solución que ahora adoptamos no prejuz-
ga lo que proceda en otras materias.  
2. Virtualidad del artículo 4.4 CSE.  
Debemos recordar que, en el momento de 
producirse la terminación del contrato de 
trabajo de la recurrente, la CSE reconocía 
“el derecho de todos los trabajadores a un 
plazo razonable de preaviso en caso de ter-
minación del empleo”; que el ejercicio de tal 
derecho debe asegurarse mediante conve-
nios colectivos “o mediante cualquier otro 

procedimiento adecuado”; que no es posi-
ble reconducir el desistimiento enjuiciado a 
la categoría habitualmente activada; que no 
hay una regulación específica de tal nego-
cio jurídico en el contrato de apoyo a em-
prendedores.  
No siendo adecuado trasladar al caso el 
régimen común del desistimiento durante 
el periodo de prueba, la previsión del artí-
culo. 4.4 de la CSE actúa como un resor-
te interpretativo auxiliar. Su remisión a los 
convenios colectivos puede inducir a pen-
sar que no estamos ante una norma apli-
cable sin esa intermediación. Sin embargo, 
vale la pena recalcar la excepcionalidad 
del supuesto examinado y la interpretación 
del CEDS sobre incompatibilidad de la Ley 
3/2012 con el artículo 4.4 de la CSE.  
Habida cuenta de que la intermediación que 
la CSE interesa no se dirige en exclusiva a 
los convenios colectivos y de que la inter-
pretación concordante de las normas nacio-
nales e internacionales constituye una exi-
gencia de la unidad del ordenamiento (art. 
9.1 CE) consideramos que el precepto en 
cuestión opera como un relevante apoyo de 
la conclusión a que hemos accedido en el 
Fundamento anterior.  
Siendo la observancia de tal plazo de prea-
viso concorde con la identidad de la causa 
extintiva manifestada en forma de desisti-
miento, constituye un apoyo para nuestra 
conclusión el que con esta interpretación in-
tegradora (catalogable como “procedimien-
to adecuado a las circunstancias naciona-
les”) nuestro ordenamiento deje de estar 
confrontado con las exigencias del artículo 
4.4 CSE, tal y como estimara el CDES. Las 
reservas sobre aplicabilidad directa de la 
CSE antes de ratificar su versión revisada 
o la utilización de un concepto indetermina-
do para aludir al plazo de preaviso deben 
ser superadas por todos los argumentos 
expuestos. Como cualquier otra norma, la 
CSE forma parte del ordenamiento jurídico, 
y ha de interpretarse en concordancia con 
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las restantes, no de forma aislada. 
De este modo, cuando la misión legal y cons-
titucionalmente asignada al periodo de prue-
ba en el contrato de apoyo a emprendedores 
(que la empresa pueda comprobar la viabi-
lidad del puesto de trabajo creado) desem-
boca en un resultado negativo, el empleador 
puede desistir libremente de la relación labo-
ral. Ahora bien, la analogía con el régimen 
propio del despido objetivo y la sintonía de 
esa facultad con la exigencia de la CSE invi-
ta a considerar exigible el plazo de preaviso 
contemplado en el artículo 53.1.c ET.  

COMITÉ DE EMPRESA

STS 15-3-2022. Ir a texto 

Roj: STS 1125/2022 - ECLI:ES:TS:2022:1125
No de Recurso: 1816/2019  
No de Resolución: 229/2022   
Ponente: ANGEL ANTONIO BLASCO PE-
LLICER  
Resumen: Comité de empresa: la trabaja-
dora es la titular del derecho de opción en 
un supuesto de despido improcedente so-
bre una trabajadora que se presentó en una 
lista a las elecciones al Comité de Empresa, 
no saliendo elegida, pero quedando como 
primera suplente, cuando uno de los miem-
bros de su lista cesó como miembro del 
mencionado comité, a petición propia, tras 
haber sido nombrado delegado sindical 

COMPENSACION Y ABSORCION

STS 29-3-2022. Ir a texto 

Roj: STS 1353/2022 - ECLI:ES:TS:2022:1353  
No de Recurso: 162/2019 
No de Resolución: 272/2022  
Ponente: ANTONIO VICENTE SEMPERE 
NAVARRO  
Resumen: Compensación y absor-

ción: Compensación y absorción a efectos 
de la subida del SMI para 2019 con com-
plemento salarial variable (de cantidad o 
calidad). 
 
Para conseguir la efectiva percepción del 
SMI garantizado hay que atender a las pre-
visiones del convenio colectivo, incluyendo 
los diversos complementos salariales, salvo 
que una norma con rango de Ley aboque a 
otra conclusión, o el propio convenio colec-
tivo lo indique de forma expresa.  
Lo contrario supondría desconocer la regla 
del artículo 27.1.IV ET, pero también disol-
ver el propio concepto de SMI, puesto que 
acabaría siendo distinto para cada colectivo 
sujeto a una regulación convencional, o in-
cluso para cada persona (a la vista de sus 
complementos de tal índole).  
 
En materia de absorción y compensación 
salarial los términos del artículo 27.1 ET de-
ben prevalecer sobre los del RD 1462/2018, 
21 diciembre, de SMI para 2019. Se trata 
de norma especial, asimismo prioritaria res-
pecto de la genérica del artículo 26.5 ET 

COMPETENCIA JUDICIAL 
INTERNACIONAL

STS 22-3-2022. Ir a texto 

Roj: STS 1245/2022 - ECLI:ES:TS:2022:1245  
No de Recurso: 4344/2019  
No de Resolución: 244/2022   
Ponente: CONCEPCION ROSARIO URES-
TE GARCIA  

Resumen: competencia judicial internacio-
nal. competencia de los tribunales españo-
les para el enjuiciamiento del litigio objeto 
de demanda: extinción laboral del actor 
que previamente fue empleado de una em-
presa española, y luego suscribió contrato 
de trabajo en EEUU con una empresa de 
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https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/bd9e41947d34f459/20220408
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idéntica nacionalidad, prestando servicios 
en el citado país.  
DESPIDO

STS 23-3-2022. Ir a texto 

Roj: STS 1238/2022 - ECLI:ES:TS:2022:1238  
Nº de Recurso: 5134/2018  
Nº de Resolución: 254/2022   
Ponente: RICARDO BODAS MARTIN  
Resumen: Despido: extinguido el contrato 
de trabajo por causas objetivas, derivado de 
un despido colectivo, cuyo período de con-
sultas concluyó con acuerdo, pactándose 
una indemnización, cuyo cálculo se obtenía 
de la adición de determinados conceptos 
salariales, procede demandar por despido, 
cuando se discrepa del importe de la indem-
nización y no es posible interponer una de-
manda en reclamación de cantidad  
La cuantificación de la indemnización por 
despido, cuando su cálculo no es pacífico, 
debe resolverse en el procedimiento de des-
pido, puesto que, el cálculo de la indemni-
zación constituye un efecto clave de la sen-
tencia de despido, a tenor con lo dispuesto 
en el art. 108.1 LRJS. Reitera doctrina. STS 
21-05-2020, rec. 48/18 

DESPIDO COLECTIVO

STS 30-3-2022. Ir a texto 

Roj: STS 1346/2022 - ECLI:ES:TS:2022:1346
No de Recurso: 334/2021 
No de Resolución: 287/2022
Ponente: SEBASTIAN MORALO GALLE-
GO

Resumen: Despido colectivo: la extinción 
de la relación laboral no debe someterse 
a los trámites previstos para los despidos 
colectivos en el art. 51 ET, si se extiende a 
la totalidad de la plantilla de la empresa y 
el número de trabajadores afectados no es 
superior a cinco, cuando es por causa de 

la extinción de la personalidad jurídica del 
empleador en el supuesto que regula el art. 
49.1 letra g) ET.  

DESPIDO OBJETIVO

STS 22-3-2022. Ir a texto 

Roj: STS 1271/2022 - ECLI:ES:TS:2022:1271  
Nº de Recurso: 51/2021  
Nº de Resolución: 247/2022  
Ponente: ANTONIO VICENTE SEMPERE 
NAVARRO  

Resumen: Despido objetivo: el cierre de la 
oficina bancarias en que presta servicios 
la trabajadora, limpiadora al servicio de la 
empresa contratista que tiene asumida la 
tarea de adecentar el local constituye cau-
sa bastante como para justificar su despido 
por causas objetivas, sin que haya deber de 
recolocación. 
La necesidad de amortizar un puesto de tra-
bajo se presume ínsita cuando se pierde un 
cliente, por cuanto ello implica un descen-
so en el volumen de la actividad, salvo que 
concurran circunstancias excepcionales 
que, por supuesto, deben quedar acredita-
das, pues en otro caso, la regla general es 
que la reducción del volumen de determi-
nada contrata de servicios supone una di-
ficultad que impide el buen funcionamiento 
de la empresa, y constituye por ello causa 
organizativa y productiva que permite acu-
dir al mecanismo del despido objetivo para 
superar esa situación de exceso de plantilla 
que se presenta en un determinado espacio 
de la actividad empresarial.  
Por tanto, resulta obvio que, el equilibrio 
productivo “ de la empresa resulta afectado 
cuando esta pierde un cliente, sin que esté 
obligada a probar algo más que el solo he-
cho de la reducción de la contrata, al no ha-
ber constancia ni alusión alguna en la sen-
tencia recurrida de que, por las singulares 
condiciones de la empresa puede despren-
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derse que la reducción de la contrata no tie-
ne que suponer un excedente de la planti-
lla. Nuestra actual legislación no impone al 
empleador la obligación de agotar todas las 
posibilidades de acomodo del trabajador en 
la empresa, ni viene aquél obligado, antes 
de hacer efectivo el despido objetivo, a des-
tinar al empleado a otro puesto vacante de 
la misma.  
Interesa advertir que la sentencia que va-
mos a casar considera muy dudoso que 
nuestra doctrina pueda aplicarse a supues-
tos en que la empleadora es una empresa 
que presta servicios para otra. Debemos 
advertir que no es así. La STS 925/2020 
aborda un supuesto de actividad de consul-
toría en favor de terceras; la STS 78/2018 
examina un caso de personal administrativo 
de empresa de servicios externalizados; la 
STS 7 junio 2007 (rcud. 191/2006) examina 
el problema al hilo de una contrata de lim-
pieza, desinfección, desinsectación y des-
ratización en favor de un Estadio deportivo.  

STS 29-3-2022. Ir a texto 

Roj: STS 1427/2022 - ECLI:ES:TS:2022:1427  
No de Recurso: 2142/2020  
No de Resolución: 270/2022   
Ponente: JUAN MOLINS GARCIA-ATANCE  

Resumen: Despido objetivo: Despido por 
absentismo: despido objetivo por absen-
tismo regulado en el art. 52.d) del Estatu-
to de los Trabajadores (en adelante ET) 
vulneraba los tratados internacionales. El 
citado precepto fue derogado por el Real 
Decreto-ley 4/2020, de 18 de febrero. La 
sentencia recurrida, dictada por el Tribunal 
Superior de Justicia de Cataluña en fecha 
17 de enero de 2020, recurso 5532/2019, 
consideró que sí los vulneraba y declaró la 
improcedencia del despido de la actora.  
- Debemos descartar que el precepto legal 
cuestionado resulte contrario al art. 35.1 
CE, pues si bien es cierto que el legislador 

ha adoptado una medida que limita el dere-
cho al trabajo, en su vertiente de derecho a 
la estabilidad en el empleo, lo ha hecho con 
una finalidad legítima -evitar el incremento 
indebido de los costes que para las empre-
sas suponen las ausencias al trabajo-, que 
encuentra fundamento constitucional en la 
libertad [...] de empresa y la defensa de la 
productividad ( art. 38 CE).”  
- Debemos concluir que el art. 52.d) del ET 
no era contradictorio con el art. 4 del Con-
venio 158 de la OIT, que permite la extinción 
del contrato de trabajo cuando exista causa 
justificada para ello, relacionada con la ca-
pacidad o la conducta del trabajador o ba-
sada en las necesidades de funcionamiento 
de la empresa, lo que incluye la defensa de 
la productividad.  
- Los arts. 4 y 5 del Convenio 155 de la OIT 
no establecen un nivel de protección de la 
seguridad y salud de los trabajadores dis-
tinto al que resulta de aquellos preceptos 
constitucionales, por lo que esta sala, por 
un elemental principio de seguridad jurídica, 
debe concluir, en el mismo sentido que la 
referida sentencia del TC no 118/2019, que 
la regulación del art. 52.d) del ET respondía 
a la finalidad legítima consistente en evitar 
el incremento de los costes empresariales, 
con fundamento en la libertad de empresa, 
sin que se haya probado que efectivamente 
fuera contradictorio con los arts. 4 y 5 del 
Convenio 155 de la OIT, que imponen una 
política nacional coherente en materia de 
seguridad y salud de los trabajadores. No 
se ha acreditado que la posibilidad legal de 
despedir a los trabajadores con una indem-
nización extintiva inferior a la prevista para 
el caso de despido improcedente, efectiva-
mente causara a los trabajadores un perjui-
cio real y efectivo en su seguridad y salud.  
- La Carta Social Europea de 18 de octubre 
de 1961, ratificada por España el día 29 de 
abril de 1980, vigente en la fecha del des-
pido, se limitaba a reconocer, en su art. 3, 
el compromiso de las partes contratantes 
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de promulgar reglamentos de seguridad e 
higiene; tomar las medidas precisas para 
controlar la aplicación de tales reglamentos; 
y consultar, cuando proceda, a las organi-
zaciones de empleadores y trabajadores 
sobre las medidas encaminadas a mejorar 
la seguridad e higiene en el trabajo. El art. 
52.d) del ET no era contrario a ese precep-
to.  
- La Carta Social Europea no establece un 
derecho a la seguridad e higiene en el tra-
bajo con un contenido distinto del derecho 
a la protección de la salud del art. 43.1 de la 
CE en relación con el derecho de los traba-
jadores a la seguridad e higiene en el traba-
jo del art. 40.2 de la CE.  
Por ello, este tribunal debe concluir, de con-
formidad con la mencionada sentencia del 
TC 118/2019, que no contradecía el dere-
cho a la seguridad e higiene en el trabajo 
previsto en la Carta Social Europea el des-
pido regulado en el art. 52.d) del ET, que ex-
cluía del cómputo del absentismo las faltas 
de asistencias debidas a accidentes de tra-
bajo, maternidad, riesgo durante el embara-
zo y la lactancia, enfermedades causadas 
por embarazo, parto o lactancia, paterni-
dad, enfermedades o accidentes no labo-
rales cuando la baja tenía una duración de 
más de veinte días consecutivos, ni las mo-
tivadas por la situación física o psicológica 
derivada de violencia de género o cuando 
se tratase del tratamiento médico de cáncer 
o enfermedad grave.  
- sala no puede contradecir dicho pronun-
ciamiento del TC, so pena de causar un 
grave perjuicio a la seguridad jurídica. Los 
argumentos del citado voto particular, que 
hace suyos la sentencia dictada por el Tri-
bunal Superior de Justicia de Cataluña, no 
fueron asumidos por el Pleno del TC, lo que 
obliga al TS a concluir que el objetivo legíti-
mo que perseguía el despido por absentis-
mo del art. 52.d) del ET de proteger la pro-
ductividad de la empresa y la eficiencia en 
el trabajo, con fundamento en la libertad de 
empresa del art. 38 de la CE, no vulnera los 

derechos fundamentales regulados en la 
Carta Magna, que incluyen el derecho a no 
ser discriminado por razón del sexo. La es-
timación del primer motivo del recurso hace 
irrelevante el examen del segundo.  
ERTE COVID 19

STS 16-3-2022. Ir a texto

Roj: STS 1139/2022 - ECLI:ES:TS:2022:1139 
No de Recurso: 254/2021
No de Resolución: 238/2022  
Ponente: JUAN MOLINS GARCIA-ATANCE  

Resumen: ERTE COVID-19 : Fuerza ma-
yor:  Se trata de un concepto de creación 
legal y concreción administrativa, vinculado 
en exclusiva a la situación de excepcionali-
dad derivada de la crisis sanitaria”. Reitera 
doctrina: STS de 25 de enero de 2021, re-
curso 125/2020,  
El art. 22.1 del Real Decreto-ley 8/2020 
obliga a diferenciar:  
a) Si la empresa proporciona un bien o ser-
vicio directamente afectado por la declara-
ción del estado de alarma, como la suspen-
sión de clases escolares o del transporte 
público, bastará con acreditar que esa es la 
actividad empresarial.  
b) En caso contrario, el hecho de que la de-
manda de bienes o servicios que proporcio-
na la empresa se haya visto afectada por 
la pandemia no supone, por sí solo, que 
concurra la fuerza mayor especial. En dicho 
supuesto, la empresa deberá acreditar que 
la pandemia le causó falta de suministros, 
contagio de su plantilla...  
3.- En esta litis, la empresa demandante: 
Producciones y Mecanizados Industriales 
SA, se dedica a la estampación de piezas 
destinadas a la fabricación de automóviles 
de las principales marcas. Se trata de una 
actividad auxiliar del sector del automóvil 
que no fue afectada directamente por la 
declaración del estado de alarma, sin que 
haya probado la concurrencia de ninguno 
de los citados supuestos. La parte actora 
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no ha probado que concurra la fuerza ma-
yor especial prevista en el art. 22.1 del Real 
Decreto-ley 8/2020: no se ha acreditado 
que se trate de un supuesto de flexibilidad 
interna que tenga su causa directa en pér-
didas de actividad como consecuencia del 
Covid-19.  
Resume doctrina Fuerma mayor COVID-19: 
no se ha acreditado la concurrencia de la 
fuerza mayor del art. 22 del Real Decre-
to-ley 8/2020 en los supuestos siguientes:  
a) Fabricación de acero y sus derivados, su 
transformación y su comercialización por 
parte del Grupo Arcelormittal ( sentencia 
del Pleno de la Sala Social del TS de 15 de 
diciembre de 2021, recurso 179/2021).  
b) Servicio de limpieza realizado por el Gru-
po Abeto Servicios Integrados SA ( senten-
cia del Pleno de la Sala Social del TS de 20 
de enero de 2022, recurso 231/2021).  
c) Comercio minorista de óptica ( senten-
cias del Pleno de la Sala Social del TS de 
24 de enero de 2022, recurso 262/2021, re-
lativa a Visionlab y de 9 de marzo de 2022, 
recurso 259/2021, referente a Ulloa Óptica 
Galicia SA).  
d) Venta, alquiler y servicio técnico de ma-
quinaria industrial para procesos producti-
vos de Toyota Material Handling España 
SA, salvo el permiso retribuido del Real 
Decreto 10/2020 ( sentencia del Pleno de 
la Sala Social del TS de 17 de febrero de 
2022, recurso 289/2021).  
e) Comercialización de productos relacio-
nados con la ventilación y evacuación de 
humos de edificios, así como la instalación 
de los mismos por la empresa ANTAI ( sen-
tencia del Pleno de la Sala Social del TS 
de fecha 17 de febrero de 2022, recurso 
255/2021).  
JURISDICCION

STS 16-3-2022. Ir a texto

Roj: STS 1120/2022 - ECLI:ES:TS:2022:1120  
Nº de Recurso: 3376/2020  
Nº de Resolución: 236/2022   

Ponente: IGNACIO GARCIA-PERROTE 
ESCARTIN  

Resumen: Jurisdicción:  es competente el 
juzgado de lo mercantil  y no  el juzgado de 
lo social, para conocer de la impugnación 
de la extinción individual de quien fue 
incluido en el despido colectivo concursal, 
aunque se alegue la existencia de grupo de 
empresas a efectos laborales.  

STS 22-3-2022. Ir a texto 

Roj: STS 1221/2022 - ECLI:ES:TS:2022:1221  
Nº de Recurso: 1275/2020  
Nº de Resolución: 245/2022   
Ponente: CONCEPCION ROSARIO URES-
TE GARCIA  

Resumen: Jurisdicción: los Tribunales del Or-
den Social de la Jurisdicción carecen de com-
petencia para resolver asuntos en los que 
funcionarios interinos de la Administración 
pública verifican peticiones de fijeza laboral 
fundadas en la supuesta irregularidad de su 
nombramiento  
Reitera doctrina. STS IV (SG) de 20.10.1998, 
rcud 3321/1997, STS IV 8.07.2003, rcud 
4531/2002  

LIBERTAD SINDICAL

STS 31-3-2022. Ir a texto 

Roj: STS 1352/2022 - ECLI:ES:TS:2022:1352  
Nº de Recurso: 101/2020
Nº de Resolución: 289/2022  
Ponente: MARIA LUZ GARCIA PAREDES  

Resumen: Libertad sindical: Crédito hora-
rio: la configuración de una Sección sin-
dical mixta a nivel provincial -que aglutine 
laborales y funcionarios- , como la que ha 
configurado la parte demandante, puede 
perfectamente admitirse, como derecho del 
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propio sindicato a organizarse en la forma 
que estime conveniente. Ahora bien, y sin 
olvidar que, a nivel provincial, no tiene pre-
sencia en él Comité y solo tiene un miembro 
en la Junta de Persona pero con una repre-
sentación inferior al 10, ello no significa que 
el único Delegado Sindical que tiene desig-
nado pueda generar un derecho de crédito 
horario del art. 10 de la LOLS -que no deja 
de ser un derecho de prestación a cargo de 
un tercero, como refiere la STC 188/1995- 
cuando la designación de Delegado sindical 
no se corresponde con la situación del sin-
dicato en ese nivel provincial 

PERMISOS PARENTALES

STS 5-4-2022.  Ir a texto 

Roj: STS 1450/2022 - ECLI:ES:TS:2022:1450  
Nº de Recurso: 46/2020  
Nº de Resolución: 301/2022    
Ponente: SEBASTIAN MORALO GALLEGO  
Resumen: Permisos parentales: no se apli-
ca la previsión convencional que mejoraba 
en 2 días el permiso de paternidad, a con-
secuencia de supresión del permiso retri-
buido de dos días por nacimiento de hijo 
que reconocía el artículo 37.3 b) ET, tras la 
entrada en vigor de la nueva redacción de 
ese precepto legal operada por el art. 2.9 
del Real Decreto-ley 6/2019, de 1 de mar-
zo, de medidas urgentes para garantía de la 
igualdad de trato y de oportunidades entre 
mujeres y hombres en el empleo y la ocu-
pación, así como de la equiparación de la 
duración de la suspensión del contrato de 
trabajo de ambos progenitores instaurada 
en su art. 2. 12, que modifica lo dispuesto 
en el a artículo 48 ET.  

PERSONAL AL SERVICIO DE LAS 
ADMINISTRACIONES PUBLICAS

STS 6-4-2022.  Ir a texto

Roj: STS 1458/2022 - ECLI:ES:TS:2022:1458  
Nº de Recurso: 5018/2018  
Nº de Resolución: 317/2022   
Ponente: ANTONIO VICENTE SEMPERE 
NAVARRO  

Resumen: Personal laboral administración 
pública: alcance de la Disposición Final Se-
gunda del RDL 17/2014, en relación con el 
art. 272 de la LGSS 2015 (y con los arts. 
38 y 39 del Real Decreto 1445/1982). Se 
trata de determinar si los contratos de cola-
boración social celebrados antes de la STS 
de 27 de diciembre de 2013 mantienen el 
régimen jurídico previo a dicho pronuncia-
miento. Esos contratos no están sujetos al 
requisito de que la actividad objeto del con-
trato sea temporal.  

Reitera doctrina: SSTS 90/2020 de 21 ene-
ro (rcud. 4629/2017); 87/2021 de 26 enero 
(rcud. 2372/2018); 578/2021 de 26 mayo 
(rcud. 466/2019) y 625/2021 de 15 junio 
(rcud. 4800/2018).  

PRUEBA

STS 30-3-2022. Ir a texto 

Roj: STS 1233/2022 - ECLI:ES:TS:2022:1233  
Nº de Recurso: 1288/2020  
Nº de Resolución: 285/2022   
Ponente: JUAN MOLINS GARCIA-ATANCE  

Resumen: Derecho a la protección de da-
tos: debió admitirse la prueba de videovigi-
lancia aportada por la empresa para justi-
ficar el despido disciplinario del trabajador.  
La empresa instaló un sistema de control 
por videovigilancia con la finalidad de in-
tentar reducir y prevenir el problema de la 
pérdida desconocida en el comercio al por 
menor. Consistía en varias cámaras ubica-
das en el interior de los centros sobre las 
máquinas de cobro y en la perpendicular de 
las barras de servicio al objeto de identifi-
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car a la persona que realiza la función de 
cajero. Se instalaron para garantizar la se-
guridad respecto a los empleados y bienes 
de la empresa. No existen monitores en 
los centros donde se puedan visualizar las 
imágenes captadas por las videocámaras. 
Se colocaron carteles adhesivos informan-
do de existencia de cámara a la entrada de 
los establecimientos y en el interior de los 
mismos. Las imágenes eran visualizadas 
por el responsable del fichero y grabadas y 
guardadas en el sistema instalado. La em-
presa informó a la representación legal de 
los trabajadores los cambios de ubicación 
de cámaras con especificación de nueva 
ubicación y posteriormente la instalación de 
nuevos equipos de vigilancia en determina-
dos puntos con especificación de los mis-
mos. Al actor no se le notificó la realización 
de captación de su imagen durante el des-
empeño laboral ni la utilización de la misma 
con finalidad disciplinaria. La actividad de 
videovigilancia era continuada efectuándo-
se comprobaciones aleatorias.  
Las cámaras estaban señalizadas con car-
teles adhesivos que permitían que todas 
las personas presentes en la cafetería, 
tanto trabajadores como clientes, tuvieran 
conocimiento de su presencia, habiéndose 
informado a los representantes de los tra-
bajadores. Es menester ponderar los dere-
chos y bienes constitucionales en conflicto; 
el derecho a la protección de datos del tra-
bajador y el poder de dirección empresarial. 
El demandante era dependiente de prime-
ra, prestando servicios en la cafetería de un 
aeropuerto. La instalación de esas cámaras 
de vigilancia era una medida justificada por 
razones de seguridad en sentido amplio, a 
fin de evitar hurtos, al existir un problema 
consistente en la pérdida desconocida en 
el comercio al por menor; idónea para el 
logro de esos fines, al permitir descubrir a 
eventuales infractores y sancionar sus con-
ductas, con un efecto disuasorio; necesa-
ria, debido a la inexistencia de otro tipo de 

medios menos intrusivos para conseguir la 
citada finalidad; y proporcionada a los fines 
perseguidos, habiéndose utilizado el dato 
obtenido para la finalidad de control de la 
relación laboral y no para una finalidad aje-
na al cumplimiento del contrato.  
En consecuencia, la prueba de la repro-
ducción de lo grabado por las cámaras de 
videovigilancia era una medida justificada, 
idónea, necesaria y proporcionada al fin 
perseguido, por lo que satisfacía las exigen-
cias de proporcionalidad. A juicio de esta 
Sala, estaba justificada la limitación de los 
derechos fundamentales en juego  

RECURSO DE SUPLICACION

STS 5-4-2022. Ir a texto

Roj: STS 1433/2022-ECLI:ESTS:2022:1433  
No de Recurso: 3431/2020
No de Resolución: 306/2022
Ponente: JUAN MOLINS GARCIA-ATANCE 

Resumen: Recurso de suplicación: no tie-
ne acceso a suplicación el recurso que de-
nuncia la vulneración de la tutela judicial 
efectiva por aplicación indebida de la ficta 
confessio.  
Todas las sentencias dictadas por los Juz-
gados de lo Social son recurribles en su-
plicación al amparo del art. 191.3.d) de la 
LRJS cuando la parte recurrente denuncia 
infracciones procedimentales que afectan a 
la estructura de la sentencia, como la falta 
de motivación.  
Pero no es admisible el recurso de suplica-
ción contra una sentencia que, por razón 
de la materia y de la cuantía litigiosa no es 
recurrible, cuando se denuncia la infracción 
de una norma procesal relativa al enjuicia-
miento del fondo del asunto.  
No se trata de un motivo de suplicación 
amparado en el art. 191.3.d) de la LRJS. Y 
tampoco es admisible que la mera alega-
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ción ex novo en el recurso de suplicación de 
la vulneración de un derecho fundamental 
determine que la sentencia sea recurrible, 
porque el acceso a suplicación exige que 
en la instancia se alegue la infracción de 
derechos fundamentales por la parte de-
mandada.  

SALARIOS DE TRAMITACION

STS 24-3-2022. Ir a texto

Roj: STS 1362/2022 - ECLI:ES:TS:2022:1362  
No de Recurso: 3666/2018  
No de Resolución: 262/2022   
Ponente: IGNACIO GARCIA-PERROTE 
ESCARTIN  

Resumen: Salarios de tramitación: en la re-
clamación de salarios de tramitación al Es-
tado,  no ha de excluirse del cómputo que 
excede de los 90 días el tiempo de suspen-
sión de las actuaciones por el planteamien-
to de una cuestión inconstitucionalidad. El 
planteamiento de una cuestión de constitu-
cionalidad es una decisión del órgano judi-
cial, de manera que la dilación o la demora 
que ello pueda suponer no es atribuible las 
partes, al contrario de lo que sucede con la 
suspensión del juicio a petición de parte o 
el tiempo invertido en la subsanación de la 
demanda, que sí son atribuibles a las par-
tes. De ahí que en estos últimos casos el 
Estado no deba responder, pero sí debe ha-
cerlo en el supuesto del planteamiento de 
una cuestión de constitucionalidad.  

SUCESION DE EMPRESAS

STS 23-3-2022. Ir a texto 

Roj: STS 1222/2022 - ECLI:ES:TS:2022:1222  
No de Recurso: 3117/2020  
No de Resolución: 259/2022   

Ponente: CONCEPCION ROSARIO URES-
TE GARCIA.  

Resumen: Sucesión de empresas: Suce-
sión de plantillas. Existencia. la prestación 
de los servicios de mantenimiento en la 
contrata precedente se veía efectuando 
por el demandante y otros tres trabajadores 
(por tanto, un total de cuatro operarios), de 
los cuales dos suscribieron un nuevo con-
trato de trabajo con SIMALGA (así el actor, 
que siguió realizando las mismas funciones 
que desempeñaba con anterioridad) y un 
tercer trabajador que firmó un acuerdo de 
conciliación judicial con la misma entidad 
entrante (SIMALGA). Desde ese plano per-
sonal, por tanto, se evidencia la relevancia 
del parámetro cuantitativo que subraya la 
sentencia recurrida: el 75% de la plantilla, 
al que se anuda el reconocimiento de la su-
brogación por dicha mercantil respecto de 
uno de aquellos trabajadores.  
Igualmente, el similar objeto y contenido 
esencial de una y otra contrata: servicio de 
mantenimiento de las instalaciones (sala de 
máquinas, piscinas, climatización y demás 
maquinaria) del Real Canoe Natación Club 
-las circunstancias atinentes a otras funcio-
nes de asesoramiento o informatización no 
han resultado precisadas-, y la falta de enti-
dad de los medios materiales (aceites, gra-
sas, trapos, estopa, cinta teflón, juntas de 
estanqueidad de cartón, pequeña tornille-
ría, lámparas de pilotos, pequeños fusibles, 
cloro...) que la resolución detalla.
Tales circunstancias determinaban la apli-
cación de nuestra doctrina acerca de la 
sucesión de plantilla, pues también aquí la 
mano de obra constituye un factor esencial, 
y no la infraestructura; la asunción de una 
parte relevante del personal adscrito a la 
contrata (en términos cuantitativos o cuali-
tativos) activaba en consecuencia la aplica-
ción del art. 44 ET.  

https://nam12.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.poderjudicial.es%2Fsearch%2FAN%2FopenDocument%2Fa4836f1c16fdf9d7%2F20220419&data=05%7C01%7C%7C95641e9f5fc4404cb5da08da25174f1f%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637863079331560534%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=vG3aFKGBPpFw5QIHpYyQoKj5jIaOazZuZByU2JiKrnU%3D&reserved=0
https://nam12.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.poderjudicial.es%2Fsearch%2FAN%2FopenDocument%2F4c72d7833196e8b8%2F20220408&data=04%7C01%7C%7Ccbe2cd92706146b7ea0408da1f7c639c%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637856916673613962%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000&sdata=bpj8F8XGtiAHm%2FkIL%2FS7fixfulGuLokIWYcIHt15vio%3D&reserved=0
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STS 23-3-2022.  Ir a texto

Roj: STS 1227/2022 - ECLI:ES:TS:2022:1227  
Nº de Recurso: 108/2020
Nº de Resolución: 257/2022  
Ponente: ANGEL ANTONIO BLASCO PE-
LLICER  

Resumen: Sucesión de empresas: inexis-
tente: tras la reasunción del servicio de lim-
pieza viaria por parte de un determinado 
ayuntamiento, éste no debe subrogarse con 
los trabajadores que, siendo trabajadores 
de la empresa contratista, estaban adscri-
tos al servicio de limpieza revertido, en un 
supuesto en el que el ayuntamiento no ha 
recibido ningún elemento patrimonial ni se 
ha hecho cargo de ningún trabajador de la 
referida contrata.  

STS 29-3-2022. Ir a texto 

Roj: STS 1220/2022 - ECLI:ES:TS:2022:1220  
Nº de Recurso: 1062/2020  
Nº de Resolución: 269/2022   
Ponente: IGNACIO GARCIA-PERROTE 
ESCARTIN  

Resumen: Sucesión de empresas: a STJUE 
11 julio 2018 (C-60/17, Somoza Hermo), 
y la posterior jurisprudencia de esta Sala 
Cuarta, pueden aplicarse a un supuesto de 
despido que tuvo lugar en fechas anteriores 
a aquella STJUE como consecuencia de la 

reducción de una contrata y de su repercu-
sión en la obligación de subrogación con-
vencionalmente establecida.  

La jurisprudencia no es, propiamente, fuen-
te del Derecho -las Sentencias no crean la 
norma-, por lo que no son miméticamente 
trasladables las reglas que se proyectan so-
bre el régimen de aplicación de las leyes. A 
diferencia del sistema del common law, en 
el que el precedente actúa como una nor-
ma y el overruling, o cambio de preceden-
te, innova el ordenamiento jurídico, con lo 
que es posible limitar la retroactividad de la 
decisión judicial, en el Derecho continental 
los tribunales no están vinculados por la re-
gla del prospectiveoverruling, rigiendo, por 
el contrario, el  retrospectiveoverruling  (sin 
perjuicio de la excepción que, por disposi-
ción legal, establezca el efecto exclusiva-
mente prospectivo de la Sentencia, como 
así se prevé en el art. 100.7 LJCA en el 
recurso de casación en interés de ley)” Y, 
más explícitamente, se ha dicho que “Hace 
mucho tiempo que nuestra doctrina cons-
titucional explicó cómo la Sentencia que 
introduce un cambio jurisprudencial “hace 
decir a la norma lo que la norma desde un 
principio decía, sin que pueda entenderse 
que la jurisprudencia contradictoria anterior 
haya alterado esa norma, o pueda imponer-
se como Derecho consuetudinario frente a 
lo que la norma correctamente entendida 
dice” ( STC 95/1993, de 22 de marzo)”.  

https://nam12.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.poderjudicial.es%2Fsearch%2FAN%2FopenDocument%2Fc6c5de11418a1d21%2F20220408&data=04%7C01%7C%7Ccbe2cd92706146b7ea0408da1f7c639c%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637856916673613962%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000&sdata=tL64FnXlKmByaL%2F6rmTJ3E8kJFfL9OEFj7d79UYIvLU%3D&reserved=0
https://nam12.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.poderjudicial.es%2Fsearch%2FAN%2FopenDocument%2F40688292d230181a%2F20220408&data=04%7C01%7C%7Ccbe2cd92706146b7ea0408da1f7c639c%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637856916673613962%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000&sdata=OQesRxM8CL1bu07mlZu39gxFw5aG%2FGbUzoN%2BdQo5z5A%3D&reserved=0
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JURISPRUDENCIA
JUZGADOS 
DE LO SOCIAL

Sentencia del Juzgado de lo Social nº42 
de Madrid

CONCILIACIÓN VIDA FAMILIAR. ADAPTACIÓN DE JORNADA.
VULNERACIÓN Dº FUNDAMENTAL. INDEMNIZACIÓN.
Accede a la sentencia

El supuesto de hecho es el de una trabajadora de establecimiento 
de comida rápida, madre de dos menores de corta edad, que solicita 
adaptación horaria en jornada de L-V y prestación en establecimiento 
más cercano a su domicilio. Tras analizar si la adaptación de jornada 
puede o no incluir el cambio de centro de trabajo, se concede aten-
diendo a la dimensión constitucional de los derechos de conciliación 
que debe servir de orientación para la solución de cualquier duda in-
terpretativa. 

https://drive.google.com/file/d/1JpeK_VvRDmqcvPW3wy8E-OZqbKuW091I/view?usp=sharing
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TRIBUNAL DE JUSTICIA 
DE LA UNIÓN EUROPEA

JURISPRUDENCIA

SUCESION DE EMPRESAS

STJUE 28-4-2022  Ir a texto

«Procedimiento prejudicial — Directiva 
2001/23/CE  — Artículos 3  a  5  — 
Transmisiones de empresas  — 
Mantenimiento de los derechos de 
los trabajadores  — Excepciones  — 
Procedimiento de insolvencia — “Pre-
pack” — Supervivencia de una empre-
sa — Transmisión de (una parte de) la 
empresa con posterioridad a una de-
claración de quiebra precedida de un 
pre-pack» 

En el asunto C237/20,  que tiene por 
objeto una petición de decisión preju-
dicial planteada, con arreglo al artículo 
267 TFUE, por el Hoge Raad der Ne-
derlanden (Tribunal Supremo de los 
Países Bajos), mediante resolución de 
29 de mayo de 2020, recibida en el Tri-
bunal de Justicia el 5 de junio de 2020, 
en el procedimiento entre Federatie 
Nederlandse Vakbeweging y Heiploeg 
Seafood International BV, Heitrans In-
ternational  BV,  el Tribunal de Justicia 
(Sala Tercera) declara: 
1)           El artículo 5, apartado 1, de la 
Directiva 2001/23/CE del Consejo, de 

12 de marzo de 2001, sobre la apro-
ximación de las legislaciones de los 
Estados miembros relativas al man-
tenimiento de los derechos de los tra-
bajadores en caso de transmisión de 
empresas, de centros de actividad o 
de partes de empresas o de centros 
de actividad, debe interpretarse en el 
sentido de que el requisito que prevé, 
según el cual los artículos 3 y 4 de di-
cha Directiva no se aplican a la trans-
misión de una empresa cuando el ce-
dente sea objeto de un procedimiento 
de quiebra o de un procedimiento de 
insolvencia análogo «abierto con vis-
tas a la liquidación de los bienes del 
cedente», se cumple cuando la trans-
misión de una empresa o de una parte 
de esta se prepara, antes de la aper-
tura de un procedimiento de quiebra 
que tiene por objeto la liquidación de 
los bienes del cedente y durante el 
cual se realiza dicha transmisión, en 
el marco de un procedimiento de pre-
pack cuyo objetivo principal consiste en 
posibilitar que en el procedimiento de 
quiebra se proceda a una liquidación 
de la empresa en funcionamiento 
que satisfaga al máximo los intereses 
del conjunto de los acreedores y que 
permita conservar en la medida de lo 

https://nam12.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fcuria.europa.eu%2Fjuris%2Fdocument%2Fdocument.jsf%3Ftext%3D%26docid%3D258484%26pageIndex%3D0%26doclang%3Des%26mode%3Dreq%26dir%3D%26occ%3Dfirst%26part%3D1%26cid%3D1341829&data=05%7C01%7C%7C764e5d1a8ed646e94e5208da2a7d77f1%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637869015769158996%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=rQY%2FDXoEuvC63L3CkrYhJclN6b2NK2q6E3tpb4kFrgA%3D&reserved=0
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posible los puestos de trabajo, siempre 
que dicho procedimiento de  pre-
pack se rija por disposiciones legales o 
reglamentarias. 

2)      El artículo 5, apartado 1, de la Di-
rectiva 2001/23 debe interpretarse en 
el sentido de que el requisito que pre-
vé, según el cual los artículos 3 y 4 de 
dicha Directiva no se aplican a la trans-
misión de una empresa, de un centro 
de actividad o de una parte de una 
empresa o de un centro de actividad 
cuando el procedimiento de quiebra o 
de insolvencia análogo de que es obje-
to el cedente «est[é] bajo la supervisión 

de una autoridad pública competente», 
se cumple cuando la transmisión de la 
empresa o de una parte de esta se pre-
para, en el marco de un procedimiento 
de pre-pack previo a la declaración de 
quiebra, por un «síndico predesigna-
do», bajo el control de un «juez de la 
quiebra predesignado», y el contrato 
sobre esa transmisión se celebra y 
ejecuta una vez que se haya declarado 
la quiebra, que tiene por objeto la 
liquidación de los bienes del cedente, 
siempre que dicho procedimiento 
de  pre-pack  se rija por disposiciones 
legales o reglamentarias. 
Firmas 
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TRIBUNAL EUROPEO 
DE DERECHOS HUMANOS

JURISPRUDENCIA

DERECHO A UN PROCESO JUSTO

STDH 5-4-2022 Benkharbouche abd Jannh Vs GB.  Ir a texto

Resumen: Derecho a un proceso justo (art 6.1 CEDH) 

Las demandantes, Fatima Benkharbouche y Mina Janah, nacidas en 1964 y 
1967, respectivamente, son de nacionalidad marroquí y residen en Londres. An-
teriormente trabajaban como empleadas domésticas en embajadas soberanas 
en el Reino Unido. 

El caso se refiere a reclamaciones laborales que presentaron ante los tribunales 
ingleses contra sus antiguos empleadores, la República de Sudán y el Estado de 
Libia, respectivamente, tras ser despedidos en 2010 y 2012. 

Basándose en el artículo 6 § 1 (derecho de acceso a los tribunales), leído solo 
y junto con el artículo 14 (prohibición de discriminación), los demandantes se 
quejan de que sus antiguos empleadores tenían derecho a la inmunidad de juris-
dicción de los tribunales nacionales en virtud de la Ley de Inmunidad del Estado 
de 1978. 

STDH 7-4-2022 Giovalli Vs Georgia. Ir a texto

Resumen: Derecho a un proceso justo. (art.6 CEDH).  

Art. 6 § 1 (civil) • Acceso a los tribunales • Incapacidad del candidato judicial para 
solicitar la revisión judicial de la decisión que deniega su nombramiento para un 
puesto judicial • Art. 6 aplicable • Disputa genuina y grave sobre el “derecho” en la 
legislación nacional a un procedimiento justo en el examen de una solicitud para 
un cargo judicial • Segunda condición de la prueba de Eskelinen no cumplida • 
Exclusión del solicitante, que cumplió con los requisitos legales de elegibilidad, 

https://hudoc.echr.coe.int/eng#{%22itemid%22:[%22001-216177%22]}
https://hudoc.echr.coe.int/eng#{%22fulltext%22:[%22gloveli%22],%22languageisocode%22:[%22ENG%22],%22documentcollectionid2%22:[%22GRANDCHAMBER%22,%22CHAMBER%22],%22itemid%22:[%22001-216686%22]}
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de una competencia judicial, sin revisión judicial, no en interés de un Estado regido 
por el Estado de derecho • Vínculo entre la integridad del proceso de designación 
judicial y el requisito de independencia judicial • Importancia de la equidad procesal 
en los casos relacionados con la selección, el nombramiento y la carrera de los 
jueces • La esencia misma del derecho de acceso a los tribunales se ve afectada 

LIBERTAD DE EXPRESION

STDH 12-4-2022 Lings Vs. Dinamarca. Ir a texto 

Art 10 • Libertad de expresión • Condena justificada y proporcionada y pena de 
prisión condicional impuesta a médico proeutanasia por asistencia y consejo a per-
sonas concretas sobre cómo suicidarse • Ausencia de consenso europeo • Amplio 
margen de apreciación no sobrepasado 

https://nam12.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fhudoc.echr.coe.int%2Feng%23%257B%2522itemid%2522%3A%5B%2522001-217039%2522%5D%257D&data=04%7C01%7C%7Ccbe2cd92706146b7ea0408da1f7c639c%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637856916673613962%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000&sdata=3J1Q8St0LLU4QpW%2BDed5YTDP7ZODXY8BmGlcD%2FY2oNE%3D&reserved=0
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Es esencial intensificar los progresos en materia de diversidad e 
inclusión para crear lugares de trabajo productivos y resilientes. 
Ir a texto

Una mirada a las prácticas de la OIT que promueven el cumpli-
miento efectivo de la legislación del trabajo. Ir a texto

Día Mundial de la Salud.
Trabajar por una recuperación más sana y ecológica. 
Ir a texto

El diálogo social, clave para reforzar la seguri-
dad y la salud en el trabajo. Ir a texto

Preguntas y respuestas: Diálogo social hacia 
una cultura positiva de seguridad y salud. 
Ir a texto

La OIT publicará un informe sobre el 
papel de la negociación colectiva en la 
lucha contra la desigualdad.  Ir a texto

OIT NEWS
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ORGANIZACIÓN 
INTERNACIONAL 

DEL TRABAJO

https://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_841338/lang--es/index.htm
https://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_841544/lang--es/index.htm
https://nam12.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.ilo.org%2Fglobal%2Fabout-the-ilo%2Fmultimedia%2Fvideo%2Finstitutional-videos%2FWCMS_751515%2Flang--es%2Findex.htm&data=04%7C01%7C%7C62bfd33306b0428daec408da185f08a7%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637849093839930172%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000&sdata=MA%2FbHhRyo6pgE4NFQPklcznDxNY6Eg9RXZJkRVbb%2BpU%3D&reserved=0
https://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_843746/lang--es/index.htm
https://www.ilo.org/global/topics/safety-and-health-at-work/news/WCMS_843424/lang--es/index.htm
https://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_843683/lang--es/index.htm
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Ministerio Empleo y  
Seguridad Social

Herramienta de Valoración 
de Puestos de Trabajo. 
Ir a texto

Calendario estadístico
Estimación del número de defunciones semanales (EDes) durante el brote covid-19. 
Ir a texto

Estimación mensual de nacimientos. Febrero de 2022. Ir a texto

Indicadores de confianza empresarial. Trimestre 2/2022. Ir a texto

Encuesta de población activa. Ir a texto

IPC (indicador adelantado). Ir a texto

IPCA (indicador adelantado). Ir a texto

Encuesta de discapacidad, autonomía personal y situaciones de dependencia. Resulta-
dos detallados. Ir a texto

Estadística de hipotecas. Febrero de 2022. Ir a texto

Encuesta de morbilidad hospitalaria. Año 2020. Ir a texto

ADMINISTRACIÓN 
DE TRABAJO 
Y SEGURIDAD 
SOCIAL
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https://nam12.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.igualdadenlaempresa.es%2Fasesoramiento%2Fherramientas-igualdad%2Fdocs%2FSVPT.xls&data=04%7C01%7C%7C41984cbb9fb14b72148308da210690fb%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637858609631793055%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000&sdata=pvXjGveP7HJC0n33YgScCGeVzS386F5Z9zm5WiGMDWs%3D&reserved=0
https://nam12.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.ine.es%2Fexperimental%2Fdefunciones%2Fexperimental_defunciones.htm&data=05%7C01%7C%7Cd7ef6cdfe6474beb223d08da22afd82c%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637860436069414007%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=OlO7RO2xTWejR73lW3DMT0CgftpTZFjNPET6Q2gjEGo%3D&reserved=0
https://nam12.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.ine.es%2Fexperimental%2Fnacimientos%2Fexperimental_nacimientos.htm&data=05%7C01%7C%7Cd7ef6cdfe6474beb223d08da22afd82c%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637860436069414007%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=MVurNx6YktxBZ%2BLosUQ8ESVwi6epu6hFzs5wLL%2B1gbI%3D&reserved=0
https://nam12.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.ine.es%2Fdyngs%2FINEbase%2Fes%2Foperacion.htm%3Fc%3DEstadistica_C%26cid%3D1254736163552%26menu%3DultiDatos%26idp%3D1254735576550&data=05%7C01%7C%7Cd7ef6cdfe6474beb223d08da22afd82c%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637860436069414007%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=8EqKEhB%2B%2BtZ0Jske0rdeiT6FTEMhrQIdnVYCkfdH6e4%3D&reserved=0
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736176918&menu=ultiDatos&idp=1254735976595
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736176802&menu=ultiDatos&idp=1254735976607
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736176803&menu=ultiDatos&idp=1254735976607
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736176782&menu=resultados&idp=1254735573175
https://nam12.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.ine.es%2Fdyngs%2FINEbase%2Fes%2Foperacion.htm%3Fc%3DEstadistica_C%26cid%3D1254736170236%26menu%3DultiDatos%26idp%3D1254735576757&data=05%7C01%7C%7Ca307a5420979470a1a9008da282671d5%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637866443104870651%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=LE3Vg5VnHXOhzVXjpGnKHURTu2G3Y6s4w5g8I8ykksw%3D&reserved=0
https://nam12.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.ine.es%2Fdyngs%2FINEbase%2Fes%2Foperacion.htm%3Fc%3DEstadistica_C%26cid%3D1254736176778%26menu%3DultiDatos%26idp%3D1254735573175&data=05%7C01%7C%7Ca307a5420979470a1a9008da282671d5%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637866443104870651%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=dkJo5HxoG96JK0h2%2F2V5icnhIZMnm0NBiBGuLnlgXAs%3D&reserved=0
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CULTURA Y TRABAJO   

El rincón de la 
conTraCultura Silvia Ayestarán y 

AG Stakanov

(104 min.)
Dir. y Guion: Jasmila Zbanic. 
Coproducción Bosnia-Herzegovina, Austria, 
Rumanía, Alemania y Polonia; Deblokada. 
Coop 99, Digital Cube, Extreme Emotions, 
Indie Prod, N279 Entertainment, Razor Film, 
Tordenfilm AS. 
Disponible en Movistar y Rakuten TV 

(Trailer)

Quo vadis, Aida?  

Llevábamos tiempo detrás de esta película 
galardonada con el premio a la mejor pelícu-
la, dirección y actriz por los Premios del Cine 
Europeo del año 2021. Quo vadis Aida narra 
la matanza en 1995 de más de 8.000 hom-

CINE

https://www.youtube.com/watch?v=lVuz-DqFwJ0
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bres y niños en Srebrenica, zona prote-
gida por las Naciones unidas durante la 
guerra de los Balcanes. 

La película de Zbanic cuenta con una car-
ga emocional brutal y demoledora este 
horrendo crimen a través de la mirada de 
una profesora convertida en traductora de 
la ONU. A lo largo de dos jornadas Aida 
-espectacular Jasna Djurici- escucha, ve 
y calla la maniobra del ejército serbio en-
caminada a la matanza, la inoperancia del 
ejército de los cascos azules holandeses 
y la indefensión de su comunidad y de su 
propia familia. 

Con una honestidad brutal y enorme im-
pacto visual y desgarrador, se nos mues-

tra la impotencia in crescendo de una 
madre y esposa llena de fuerza y de fu-
ria intentando salvar a su marido y sus 
dos hijos frente a la humillante actitud de 
sumisión de los cascos azules a los car-
niceros serbios. Créanme que si buscan 
una película catalogada como “necesaria” 
aquí la encuentran.  Una durísima Quo 
vadis Aida nos coloca ante el abismo de 
la guerra para recordarnos que en ese 
contexto ningún organismo internacional 
nos va a proteger, que ningún reportero 
de guerra aparecerá a levantar acta del 
crimen a tiempo para la intervención sal-
vadora de la comunidad internacional ya 
que el negocio de la televisión -y sus in-
formativos- sólo sirve para el ocio ramplón 
y la adormidera.

Trailer

https://www.youtube.com/watch?v=lVuz-DqFwJ0
https://www.youtube.com/watch?v=wzTkWBGDeJY
https://www.youtube.com/watch?v=wzTkWBGDeJY
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Antes de que los blanquitos industrializaran con no-
table éxito el Rock and roll, el género estaba siendo 
cultivado por una serie de artistas que, por tal motivo, 
merecen el honor de ser tenidos por los auténticos pio-
neros del sonido. Uno de los ejemplos más señeros lo 
proporciona Willie Mae Big Mama Thornton, extraor-
dinario exponente del empoderamiento no subvencio-
nado, progresivamente apartada del foco a medida que subproductos como el chico blanco 
de Tupelo o histriones como Jerry Lee Lewis colonizaban las ondas de radio. Esta invasión 
comercial no tuvo mayor reparo en perpetrar clamorosos atracos sobre los repertorios que 
funcionaban en los oscuros clubes de blues y R’n’B.

Sin ir más lejos, a nuestra Willie Mae hay que acreditarle ese Houng dog que Elvis quiso 
dedicar a un estoico Basset con chistera, noble bestia a quien algún tarado emplazó sobre 
un pedestal para disolver cualquier duda sobre el sentido último de la canción (Vídeo). Bien 
sabía el coronel Parker que la cosa no iba por ahí, ya que el enfoque literal del tema disi-
mulaba una invectiva a una chica que tenía por costumbre exponer sus encantos de forma 
indiscriminada. 

Esta tremenda intérprete, sepultada hoy como cantante de blues (el camino más corto para 
que le olviden a uno), debe ser recordada como una más dentro de ese selecto grupo de ar-
tistas que sentó las bases de la contracultura musical del medio siglo posterior (Fats Domino, 
Chuck Berry o Bill Haley). Para ello invitamos a nuestra fiel audiencia a escuchar, cuando 
menos, el tremendo Hound dog de la Thornton y, a ser posible, desconectar de una vez ese 
cable que vincula a Elvis con el nacimiento del Rock and Roll.

BLUES/ROCK/SOUL.
LOS TRES COLORES BÁSICOS…

MÚSICA
El rincón de la 
conTraCultura

“Big Mama”
“Willie Mae Thornton”   
(Vanguard, 2007, Rock and roll).

…Y SUS DERIVADOS (COMBINACIONES, 
PERMUTACIONES Y PERVERSIONES)

https://www.youtube.com/watch?v=skkJmfjqLCo
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Tras solo una década de Heavy metal se habría llegado a des-
granar toda una saga del Rock llamada a sentar sus propias re-
glas artísticas. Sonido acerado, basado en la sobresaturación de 
las guitarras, unos ritmos rotundos y cantantes de amplias tesitu-
ras. Los 70 contemplaron varias ramificaciones hasta eclosionar 
definitivamente en los 80 con un metal pop, hijo del Glam rock y 
ampliamente subvencionado por la MTV. Esa vulgarización dio 
a la hasta entonces despreciada tribu metalera la posibilidad de 
mirar por encima del hombro a alguien, en este caso, al público 
mainstream. Al fin y al cabo, Europe, Motley Crue o Scorpions, 

por citar a lo más granado, eran ban-
das que habían manchado de laca 
el mensaje apocalíptico de los Sa-
bbath, los Iron Maiden o los Deep 
Purple.

Lemmy Kilmister, toda una vida de-
dicada al rock and roll cubriendo 
todos los empleos del negocio, aca-
bó liderando una banda ajustada a 
sus particulares necesidades. Ex-
pulsado de los desconocidos (hoy) 
Hawkwind por sus problemillas con 
la justicia, puso en marcha un pro-
yecto musical directo y sin trampas, 
que pretendía maridar la simplicidad 
del rock de 3 acordes con la fuerza 
y sonoridad del metal. No obstante, 
a Lemmy nunca le gustó la etique-
ta: “We are Motorhead and we play 
Rock and Roll”.

En sus 40 años, la banda de Lemmy fue un trío (a excepción de 
los 10 años en que incorporaron un segundo guitarrista), sos-
tenido en su particular forma de tocar el bajo. Podríamos decir 
que, dentro del rock, existen 4 formas canónicas de enfrentarse 
al instrumento, y lo podemos hacer de la mano de 4 bajistas dife-
rentes. Hablamos de John Entwhistle (The Who), y su capacidad 
para martillear secuencias rápidas; de Chris Squire (Yes) y su 
talento para generar atmósferas; de Paul McCartney y su ex-
traordinaria diversidad armónica. Y el elenco se cierra con Lem-
my, que trasformó su Rickenbacker 4003 (Rickenbastard) en la 
guitarra rítmica más poderosa del circo. El mismo nos lo explica 
(Video). El que quiera entender que entienda.

JURISDICCIÓN SOCIAL ABRIL 2022
El rincón de la 
conTraCultura

Motorhead 

“Ace of spades” 
(Bronze, 1980. Rock 
and roll).

https://www.youtube.com/watch?v=_ByQJv-aJSI
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Mahavishnu 
Orchestra 

“The Inner Mounting Flame” 
(Columbia, 1971; Fusion)

El rincón de la 
conTraCultura JURISDICCIÓN SOCIAL ABRIL 2022

Hoy se presentan bien separa-
dos los caminos del rock y las ex-
presiones más elaboradas, pero 
esto no era el caso en los 70, 
momento en el que no era extra-
ño que una colección doméstica 
combinara discos de Pink Floyd, 
Deep Purple, Lou Reed, Patty 
Smith… de mayor presencia en 
radio fórmula, con otros como 
este que aquí introducimos, lla-
mados a abrir la senda del Jazz 
Rock, esta vez con la guía de 
uno de sus santones: John McL-
aughlin. Este LP data de 1971, y 
puede contabilizarse como una 
de las primeras secuelas del Bit-
ches Brew de Miles, verdadera 
piedra angular para esta desvia-
ción eléctrica del jazz, y en el que 
había trabajado también el pro-

pio McLaughlin junto con Zawinull y Chick Corea. 

De entre toda la muestra posterior, y a salvo de 
los años de Weather Report con Jaco, la Maha-
vishnu destacó sobre todas las demás al poder 
disfrutar en su primera formación del dúo confor-
mado por McLaughlin y el teclista Jan Hammer, 
acompañados del excelso percusionista Bill Co-
bham, uno de los preferidos por el último Miles.

El LP se sostiene ante todo en el trabajo guita-
rrístico, algo que no ocurrirá con el otro combo 
surgido en 1970, Weather report, que admitía un 
reparto más equitativo del trabajo. Muchos con-
sideran a este Mounting Flame una plasmación 
en términos Jazz de los fundamentos que habría 
legado para el rock Jimi Hendrix, fallecido un año 
antes. Solo esa estimulante sospecha nos debe 
animar a dedicar al disco tres cuartos de hora de 
esta primavera. 

JAZZ/EXPERIMENTAL
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Eurovisión 2022: Mayo es el mes de Eurovisión y cómo es posible que 
entre nuestra iniciada y muy entendida audiencia se cuente algún friki dispuesto a pasar 
la tarde noche del día 14 de mayo oyendo canciones en inglés y otros idiomas, nos dispo-
nemos a echar nuestro cuarto espadas en relación con las canciones que optaron a repre-
sentar a Televisión española en el certamen. Vaya por delante que, en nuestra modesta 
opinión, el criterio del jurado profesional nos pareció correcto, adecuado y, prácticamente, 
el único que podía adoptarse en función de la muestra presentada a su escrutinio. Medio 
minuto de actuación de Chanel tiene 10.000 veces más trabajo artístico que toda la ca-
rrera profesional de las pandeireteiras, que vomitaron al unísono (solo hay voces al final y 
bastante ramplonas) un número techno-folk claramente inspirado en la hipnótica y valiosa 
actuación de Go_A (Ukrania, Video) en la edición anterior del certamen. El ya famosuelo 
trío presentó una electropapilla levemente salvada por el hecho de que la mayor parte de 
la audiencia no hará ningún esfuerzo en entender la letra. Claro es que decir en una lengua 
vehicular global que “…vamos a tocar el pandero como lo hacía mi madre” no alcanza más 
que para que te contraten de telonero de un improbable Tributo a la inmortal Charanga del 
tío Honorio, y así aspirar a la apoteosis en las fiestas del pueblo más remoto del imaginario 
rural patrio, donde aún echan a la gente al pilón si no ajusta su rutina a las convenciones 
locales. De la misma forma que el inglés dignificaba textos infumables en la España de los 
60/70, hoy pueden conseguirse idénticos resultados so capa del respeto a la diversidad. 
Non hai fronteiras, como dicen las preferidas del público, hasta en 4 lenguas distintas, por 
si alguno se lo había creído. 

Rigoberta Bandini no es un experimento absurdo como las Tanxu, pero creemos que se 
le ha ido la mano con ese Ay mama, que alterna texto apreciable, como suele ser habitual 
en la artista (“Perra”), con versos libres de 1º de la ESO (“a ti que tienes siempre caldo en 
la nevera…”), y sin necesidad de reparar en un estribillo que combina lo naif rollo Miliki y 
un mini revival Pino D’Angio (la cosa es en Italia). Condimentos que bien podrían llevar a 
una Big Mama como Willie Mae Thorton -que se pasó los 60 de gira cantando de cárcel 
en cárcel- a padecer un infarto fulminante preguntándose “¿Para esto querían los malditos 
blanquitos nuestra música…?”

Absolutamente a salvo de estos ensayos más o menos frustrados, Chanel ofrece un pro-
ducto sincero, un ritmo caliente con letra propia del caso, que encaja con una buena mues-
tra de éxitos eurovisivos recientes (Alemania, 2010; Grecia, 2005; Turquía 2003). Sostiene 
tanto la estrofa como el estribillo en la misma secuencia rítmica y armónica, alternando am-
bos momentos con un puente más melódico, que pretende romper el trance reggaetonero 
sobre el que navega la idea. Ciertamente, es el trabajo coreográfico, eso que se ahorran 
las Tanxuempoderadas y la Rigo, donde se aprecia la fuerza y valor artístico de Chanel. El 
imaginario temático del reggaetón (tan despreciado por quienes se rompen luego bailando 
y cantando por Maluma en su intimidad más etílica), no desvalora el esfuerzo que supone 
mantener el tono mientras una tiene sincronizar movimientos con el cuerpo de baile, al 
tiempo que se imprime carácter al asunto. Eso, me temo, también es arte, y se explica 
solo, sin logorreas new age o trasuntos de corrección política. ¡Vamos Chanel!

EL CONTRAPUNTO

https://www.youtube.com/watch?v=U7-dxzp6Jvs
https://www.youtube.com/watch?v=IuUagFR-g1Q
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ARTÍCULO 28 
Derecho de los representantes de los trabajadores 
a la protección en la empresa las facilidades que se 
les otorguen
Puedes acceder a este y otros artículos de la carta social a través de este link:

Los representantes de los trabajadores en la empresa tienen 
derecho a protección contra los actos que puedan causarles 
un perjuicio y deben contar con las facilidades adecuadas para 
desempeñar sus funciones.

Para garantizar el ejercicio efectivo del derecho de los 
representantes de los trabajadores a desempeñar sus funciones, 
las Partes se comprometen a garantizar que, en la empresa:

a)	 gocen de una protección efectiva contra los actos que les puedan 
perjudicar, incluido el despido, motivados por su condición o sus 
actividades como representantes de los trabajadores dentro de la 
empresa;

b)	 se les den las facilidades apropiadas para que puedan desempeñar 
sus funciones de forma rápida y eficaz, teniendo en cuenta el sis-
tema de relaciones laborales del país, así como las necesidades, el 
tamaño y las posibilidades de la empresa de que se trate.

CARTA SOCIAL 
EUROPEA
ARTÍCULOS Y 
JURISPRUDENCIA 
DEL COMITÉ EUROPEO 
DE DERECHOS SOCIALES 

Traducido por Carlos Hugo PRECIADO DOMÈNECH
Magistrado especialista del Orden Social. 
Doctor en Derecho Social
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http://www.juecesdemocracia.es/wp-content/uploads/2021/10/Digesto-traducido.pdf
http://www.juecesdemocracia.es/wp-content/uploads/2021/10/Digesto-traducido.pdf
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Anexo: A los efectos de estos artículos, el término “representantes 
de los trabajadores” significa personas reconocidas como tales por 
la legislación o la práctica nacionales.

Esta disposición garantiza el derecho de los representantes de los trabajadores 
a la protección en la empresa y en determinadas instalaciones. Complementa el 
artículo 5 que confiere un derecho similar a los representantes sindicales1.

El apéndice del artículo 28 especifica que la expresión “representantes de los tra-
bajadores” significa personas reconocidas como tales por la legislación o la prácti-
ca nacionales. Por lo tanto, los Estados Partes pueden establecer diferentes cate-
gorías de representantes de los trabajadores, ya sean representantes sindicales u 
otras formas de representantes, o ambos. Los representantes de los trabajadores 
son, por ejemplo, los delegados de los trabajadores, el comité de empresa, los 
representantes de los trabajadores en el consejo de supervisión de las empresas2.

La protección debe incluir la prohibición del despido vinculado a la calidad de re-
presentante de los trabajadores, así como cualquier perjuicio que no sea el despi-
do sufrido en el desarrollo del empleo3.

La protección otorgada a los representantes de los trabajadores debería extender-
se más allá de su mandato. A tal efecto, la protección ofrecida a los trabajadores 
debe extenderse por un período razonable después de la finalización efectiva de 
su mandato4. Se considera razonable la extensión de la protección de que disfru-
tan los representantes de los trabajadores durante al menos seis meses5 después 
de la finalización de su mandato.

Deben articularse las acciones pertinentes para que los representantes de los tra-
bajadores puedan impugnar su despido6.

En caso de despido por afiliación sindical, la víctima tiene derecho a una indem-
nización suficiente y proporcional al daño sufrido. La indemnización debe cubrir 
al menos la remuneración que habría percibido el interesado entre la fecha del 
despido y la fecha de sentencia o reintegro7.

1	  Conclusiones 2003, Bulgaria
2	  Conclusiones 2003, Bulgaria
3	  Conclusiones 2003, Francia
4	  Conclusiones 2010, comentario de interpretación sobre el artículo 28
5	  Conclusiones 2010, Bulgaria
6	  Conclusiones 2010, Noruega
7	  Conclusiones 2007, Bulgaria
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Se consideran facilidades adecuadas mencionadas en la Recomendación R143 
relativa a la protección de los representantes de los trabajadores en la empresa y 
los medios que se les otorgarán, adoptada por la Conferencia General de la OIT 
el 23 de junio de 1971 (concesión del tiempo libre necesario para realizar sus fun-
ciones, sin afectar los beneficios y otros beneficios sociales de los que disfrutan, 
acceso de los representantes de los trabajadores u otros representantes electos a 
todos los lugares de trabajo, según sea necesario, acceso sin demoras indebidas 
a la dirección de la empresa según sea necesario, autorización para cobrar regu-
larmente las cuotas sindicales dentro de la empresa, autorización para colocar avi-
sos en uno o más lugares determinados de acuerdo con la dirección, autorización 
para distribuir boletines, folletos, publicaciones y otros documentos relacionados 
con las actividades sindicales normales), estos deben ser añadirse a otros como la 
asignación de ayudas económicas al comité de empresa y la dotación de locales y 
equipos para el comité de empresa8.

Además, la participación en la formación sobre cuestiones económicas, sociales 
y sindicales no debe conducir a la pérdida de salario. Los costos de formación no 
deberían correr a cargo de los representantes de los trabajadores9.

8	  Conclusiones 2010, comentario de interpretación sobre el artículo 28
9	  Conclusiones 2010, comentario de interpretación sobre el artículo 28

JU
RI

SD
IC

CI
Ó

N 
SO

CI
AL

  A
BR

IL
 2

02
2


